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Licenciada
Silvia Navarro Romanini 
Secretaría General de la Corte


Estimada señora:

En adición al informe 507-PLA-MI-2020 y en atención al oficio 10880-18, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 2 de octubre del 2018, artículo LXVI, referente al Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas, se puso en conocimiento el informe preliminar 507-PLA-MI-2020 del 30 de marzo al Magistrado Jorge Olaso Alvarez, Coordinador de la Comisión Acceso a la Justicia, a la Máster Diana Montero Montero, Jefatura a.i de la Defensa Publica, de la Licda. Kattia Morales Navarro Directora de la Dirección de Tecnología de Información y de la Licda. Roxana Arrieta, Directora de la Dirección de Gestión Humana.

Como respuesta se recibieron oficios 662-DTI-2020 y 0712-DTI-2020 de la Dirección de Tecnología de Información (ver anexo 1) y el oficio JEFDP-3565-2020 de la Defensa Publica (ver anexo 2).

Previo a iniciar con el análisis de las observaciones resulta procedente establecer que el informe en consulta 507-PLA-RH-MI-2020, fue realizado, tomando como base el informe  del ejercicio presupuestario 2020 para el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas para el 2020 (634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación), el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) artículo II, del 16 de mayo de 2019; y por Corte Plena en la sesión 22-19 6 de Junio de 2019, Artículo IV, por lo tanto, en el informe puesto en consulta se mantienen recomendaciones planteadas según fue aprobado en su oportunidad por los entes superiores.

Seguidamente se adjunta un resumen de los principales puntos planteados por la Dirección de Tecnología de Información y por la Jefatura de la Defensa Pública; así como, las observaciones correspondientes de la Dirección de Planificación:

Dirección de Tecnología de Información:


	#
	Observaciones recibidas 
	Criterio de la Dirección de Planificación

	1
	Mediante el oficio 662-DTI-2020 del 3 de abril la Licda. Fabiola Arancibia Hernández, Coordinadora de la Unidad de Implantaciones de la Dirección de Tecnología de Información manifiesta: 

"(...) Sobre las Implantaciones del SSC (Sistema de Seguimiento de Casos), me permito señalar que la unidad de Implantación no cuenta con la capacidad operativa para asumir las implantaciones del SSC, es por lo que actualmente la Defensa Publica cuenta con una persona encargada de las implantaciones de la Defensa Pública, bajo la administración y coordinación de la Defensa Pública. Por parte de la unidad de Implantaciones se ha colaborado en algunos aspectos de coordinación a lo interno de la Dirección de Tecnología para las configuraciones. Así mismo, al ser un solo recurso dedicado a las implantaciones, se coordinó con la Dirección de Planificación para establecer un orden y lograr las implantaciones de diferentes unidades que intervienen en las materias de Agrario, Ejecucion de la Pena (Penal), Pensiones.

Actualmente se tiene validado las funciones del SSC para las unidades de Ejecución de la Pena por lo que se han iniciado desde finales del 2019 las implantaciones de esas unidades. Cabe señalar que se tiene en proceso la validación del funcionamiento del sistema para las Unidades de Agrario y Pensiones Alimentarias, una vez que se cuente con esa validación, la defensa podría continuar con las implantaciones en esas unidades según la prioridad establecida por la Dirección de Planificación."
	En virtud de lo expuesto, se deberá esperar la validación del funcionamiento del sistema para las Unidades Agrarias y de Pensiones Alimentarias, para posteriormente continuar con las implantaciones, lo anterior supeditado a la capacidad operativa de la Unidad encargada en la Dirección de Tecnología de Información y el profesional en informática asignado a la Defensa Pública.

Lo anterior, se incorpora en el informe.

	2
	Mediante oficio 0712-DTI-2020 se indica.
En respuesta a la recomendación brindada a la Dirección de Tecnología de Información en el oficio N° 507-PLA-RH-MI-2020, donde se solicita: “Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios.”, se informa: 
  La Unidad de Inteligencia de la Información desarrollará durante el primer semestre de 2020 la mejora para extraer los datos de la variable etnia del Sistema de Seguimiento de Casos, con esto la información de los casos de la Defensa Pública se mostrarán dentro de las estadísticas en los reportes del SIGMA.
	Se toma nota y se incorpora en el informe dicha propuesta por parte de la Dirección de Tecnología.




Defensa Pública:


	#
	Observaciones recibidas 
	Criterio de la Dirección de Planificación

	1
	La M.Sc. Diana Montero manifiesta lo siguiente:

“Aún y cuando en distintos documentos y reuniones se ha recalcado la diferencia en la atención y requerimientos que necesitan las personas usuarias indígenas, lastimosamente esta situación no se refleja en el informe, y se plantea de forma cuantitativa, dejando de lado el aspecto cualitativo elemental en procesos judiciales con personas indígenas, y dejando de lado también, un aspecto cuantitativo justificado en el párrafo anterior, que implica la necesidad de que cuando las personas usuarias sean indígenas, la cantidad de procesos por plaza sea menor, pues la inversión de tiempo y diligencias es mayor.”
	Se concuerda con la Jefatura de la Defensa Pública en cuanto a la existencia de minutas que evidencian los requerimientos expresados por el personal defensor, la Supervisión de Pueblos Indígenas e inclusive, la Jefatura de la Defensa Pública. No obstante, se aclara que en el análisis del informe si fue considerado, precisamente variables cualitativas de la zona de Bribri y Buenos Aires, que es donde se concentra la mayor cantidad de asuntos con persona usuaria indígena en calidad de interviniente. 

	2
	La M.Sc. Diana Montero manifiesta lo siguiente:

“Incluso, se echa de menos en el informe que hay lugares en los que no se pueden brindar los servicios por falta del recurso humano y esto afecta a las personas usuarias, entre ellas a las personas indígenas, por ejemplo, Coto Brus no tiene atención para actoras en pensiones y familia, a pesar que el Juzgado de Pensiones tiene una carga de procesos muy amplia.”
	En el informe se evidencia la cantidad de recursos con los que se cuenta en las oficinas de la Defensa Pública. Para el caso específico de la Coto Brus, se expresa literalmente:

“ (…) la Defensa Pública de Coto Brus mantiene colaboración de Corredores (un día por semana). En este último despacho, aunque no se cuente en la estructura organizacional ordinaria con una persona defensora especializada en Pensiones Alimentarias, una Defensora o Defensor Público de materia penal mantiene un recargo de Pensiones Alimentarias. (…)

Además, en la tabla 3 del informe se evidencia que la Defensa Pública de Coto Bus cuenta con un circulante penal de 76 asuntos (para el que si tiene recursos), 9 de Pensiones Alimentarias (donde mantiene colaboración de otra oficina) y no cuenta con circulante Agrario. Por último, importante mencionar que los asuntos de Pensiones Alimentarias son llevados por recargo por un recurso penal. 

	3
	La M.Sc. Diana Montero manifiesta lo siguiente:

"Aún y cuando en distintos documentos y reuniones se ha recalcado la diferencia en la atención y requerimientos que necesitan las personas usuarias indígenas, lastimosamente esta situación no se refleja en el informe, y se plantea de forma cuantitativa, dejando de lado el aspecto cualitativo elemental en procesos judiciales con personas indígenas, y dejando de lado también, un aspecto cuantitativo justificado en el párrafo anterior, que implica la necesidad de que cuando las personas usuarias sean indígenas, la cantidad de procesos por plaza sea menor, pues la inversión de tiempo y diligencias es mayor."
	La Dirección de Planificación comparte el criterio de que estos datos deben ser analizados; sin embargo, debido a las condiciones particulares geográficas, sociales y económicas de cada población indígena y la zona en la que habita, de momento no se estima oportuno realizar una recomendación generalizada para la atención de la población indígena, pues las condiciones pueden variar según la zona.

Es por ello, que las cargas de trabajo calculadas no son ajustadas para que la Persona Defensora tenga un 100% de ocupación; pues, es necesario dejar espacios para atender imprevistos o situaciones que ameriten dedicar más tiempo, como lo es la atención de personas indígenas.

Por otro lado, dentro de los alcances del Proyecto de Mejoramiento al Proceso Penal se están analizando de manera distintiva la condición y particularidad de la población y la zona en la que se encuentran, tomando en cuenta tiempos de movilización y limitaciones económicas de las personas en cada oficina que se aborda, para emitir recomendaciones de manera integral, que beneficien tanto a la oficina como a la población.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	4
	La M.Sc. Diana Montero manifiesta:

"Se debe aclarar que el registro e informe de personas usuarias y procesos se realiza en la oficina en que se atiende según la competencia territorial, no en la oficina de la que se brinda la colaboración, de forma tal que la información es real y obedece al lugar donde debería existir una plaza"
	Se tiene por rendido este punto, el análisis del informe contempló esta variable, tal y como se indicó por la Defensa Pública en el cuadro remitido el 17 de febrero de 2020, denominado "Personas Indígenas que mantienen procesos en trámite en la Defensa Pública en razón del cumplimiento de la Ley 9593, al  31 de diciembre 2019" donde se especifica dentro de las notas al pie que hay casos atendidos por profesionales de otras zonas; sin embargo, el circulante es contabilizado dentro del circulante del despacho competente. 

En informe este punto fue planteado como una posibilidad, no fue una aseveración; sin embargo, en vista de su oportuna aclaración, se realizará una modificación de la redacción del punto mencionado. Aclarando, que el análisis estadístico se realiza a nivel país y se segrega por oficina de la Defensa Pública. 



	5
	"El Departamento de Planificación no valora de forma oportuna que los dos casos a los que se refiere la Defensa corresponden a los procesos penales de Salitre y Térraba y que justamente es en ese lugar que el Estado de Costa Rica tiene medidas cautelares impuestas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  Además, se tiene conocimiento que habrán otras investigaciones en la zona de Buenos Aires con las mismas características, más de 50 imputados en la primera y aproximadamente 80 imputados en la segunda. "
	Se comparte el criterio de la Defensa Pública y se contempla dentro del informe 507-PLA-RH-MI-2020, donde literalmente dice:

 " (...) Ahora bien, se tiene como excepción algunos asuntos conocidos dentro de la Defensa Pública, donde la Supervisora de Asuntos Indígenas indica que intervienen gran cantidad de personas usuarias indígenas y por ello, se toma en consideración dentro del análisis actual. 
Sin embargo, con base en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria)” y el presente análisis estadístico, se infiere técnicamente que dichos expedientes responden a casos aislados y se encuentran fuera de los límites de control, debido a que en el amplio periodo de tiempo de estudio no se refleja el comportamiento descrito."

El texto anterior evidencia que las manifestaciones realizadas por el personal defensor, la Supervisión de Pueblos Indígenas y la Jefatura; fueron consideradas. Se recalca que se considera dentro del análisis estadístico un año de muestra (de setiembre 2018 a setiembre 2019) y, se compara los datos estadísticos del informe del año anterior, donde se comprueba que el comportamiento de la cantidad de personas usuarias indígenas en calidad de interviniente por expediente se mantiene. Importante mencionar que, a nivel nacional ingresaron más de mil expedientes con las características en mención, donde ninguno presenta el comportamiento expresado por la Defensa Pública, esos dos expedientes representan menos del 0,05% de la entrada.

Ahora bien, para poder solventar estos asuntos de gran complejidad, ya que requieren la intervención de muchos recursos de Defensor o Defensora Pública, se le recomienda a la Jefatura de la Defensa Pública hacer uso de los mecanismos temporales con que cuenta la Institución para brindar el servicio de calidad que caracteriza a la Defensa Pública, como el desarrollo de un proyecto bajo la metodología Institucional, un plan de trabajo o plan remedial, entre otros.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	6
	La M.Sc. Diana Montero manifiesta lo siguiente en relación a la naturaleza de los recursos de Defensora o Defensor Público:


(...)  "se establece por Principio de Legalidad que quien brinda la asistencia letrada debe cumplir dos requisitos: 

1) especializada en derecho indígena. 

2) especializada en la materia de competencia. 

Situación que a la fecha no opera, pues las personas defensoras públicas no tienen una especialidad en derecho indígena, aún y cuando se trata de generar capacitaciones; además se plantea la necesidad de la especialidad en la materia de atención a la persona indígena. Eso nos lleva a considerar que las personas defensoras públicas no deberían de asesorar materias por recargo, que implica otras especialidades, ni que pensiones deba atender penal, o violencia doméstica, ya que justamente por el Principio de Legalidad se requiere la especialización a partir de la condición de la persona usuaria y del tipo de proceso judicial que se asesore."
	Se coincide con el criterio de especialización de personal defensor; sin embargo, por las cargas de trabajo evidenciadas en el informe en mención, el criterio técnico de la Dirección de Planificación es que los recursos de Defensora o Defensor Público sean especializados pero no exclusivos, de manera que las personas defensoras cumplan con las cargas de trabajo establecidas por el ente competente, priorizando su especialización.

Adicionalmente, cabe manifestar, que las propuestas de recurso humano planteadas en dicho informe, mantienen la misma línea de trabajo establecida en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación, el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) artículo II, del 16 de mayo de 2019; y por Corte Plena en la sesión 22-19 6 de Junio de 2019, Artículo IV, para fines del ejercicio presupuestario del año anterior.

Sin embargo, se toma nota de la observación jurídica, la cual se agrega dentro del apartado de recomendaciones del informe para la solicitar el criterio de la Dirección Jurídica, siendo el referente competente para dar un criterio técnico acertado en cuanto al principio de legalidad.

	7
	El Sr. Mario Rosales Vargas, Coordinador de materia Agraria de la Defensa Pública manifiesta:

“Respecto de estas recomendaciones, concretamente en cuanto a que se asigne a las personas defensoras públicas que conformamos la Unidad Agraria casos de materias diferentes a las de nuestra especialización, deben valorarse algunas situaciones.
En primer lugar, hay que recordar que la forma de reportar el circulante, había venido siendo equivocada mediante el reporte del número de expediente o NUE, de esa manera en un expediente donde se defiende a más de una persona, solamente se reportaba una representación."
	Los datos estadísticos incluidos en el informe 507-PLA-RH-MI-2020 puesto en consulta el día 30 de marzo del presente año, fueron suministrados por el Subproceso de Estadística y la Administración de la Defensa Pública, de manera tal, que son los datos oficiales para el 2019. Esta información es tabulada directamente en la Defensa Pública y posteriormente validados por el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación; de tal manera que, la data analizada en el informe se desprende de los insumos que cada oficina de la Defensa Pública facilitó en su momento.

Por otro lado, ante la imposibilidad de obtener datos del SSC debido a que no se tiene implantado el sistema informático, solo es posible obtener información por medio de los Anuarios Estadísticos, los cuales son utilizados para lo toma de decisiones de toda la institución y es por ello que cada despacho debe velar por que la información sea veraz y se ajuste a la realidad del despacho.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	8
	Asimismo, el Sr. Mario Rosales Vargas, Coordinador de materia Agraria de la Defensa Pública manifiesta:

"Ahora, como se desprende también del cuadro indicado que se adjunta, lo cierto es que si analizamos los datos estadísticos tomando en consideración los expedientes y no las representaciones, ejercicio que sería equivocado, pero si aun así lo hacemos, podemos ver que el promedio de expedientes por cada persona defensora agraria es de 230, lo que evidentemente también rebaza la cantidad límite de 180 expedientes."
	Se coincide con el criterio emitido por el Lic. Mario Rosales, es por ello que dentro del análisis estadístico se hizo el ejercicio de establecer una relación de asuntos entrados durante los primeros tres trimestres del 2019, según los datos facilitados por el Subproceso de Estadística y Defensa Pública (ver apendice 1), donde se observó que ingresaron 1317 asuntos y la cantidad de intervinientes correspondió a 1570, de tal manera fue posible establecer una relación de 1,19; por lo que se puede definir que por cada 10 asuntos que entran con un solo interviniente, ingresan 2 con más de un interviniente.

Por otra parte, realizando un análisis del cuadro adjunto "Defensa Pública Unidad Agraria", donde se muestra la cantidad de expedientes y personas representadas en la unidad agraria a marzo de 2020, se puede observar que la cantidad de expedientes activos en promedio persona defensora corresponde a 172 y no a 230, como se menciona por el Lic. Mario Rosales, Coordinador de la Unidad Agraria de la Defensa Pública. De tal modo, se comprueba que el circulante en trámite por Persona Defensora continua por debajo de la cuota establecida, tal y como se menciona en el informe en atención.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	9
	La M.Sc. Diana Montero manifestó lo siguiente referente a materia Agraria: 

"Según lo indicado supra, entre otras cosas debe valorarse también que en los procesos agrarios se está considerando por caso, no por persona usuaria, lo cual generaría una cantidad mayor.  Valga aclarar que la respuesta de licenciado Rosales se transcribe en su totalidad como él la planteó y resulta de importancia valorar si tal y como él lo indica, la carga de trabajo en materia agraria ha aumentado de manera tal que resulte inmanejable el trámite de los procesos contenciosos administrativos, pues obviamente una sola plaza en materia contencioso administrativa, no resulta suficiente para tramitar todo lo que esa materia conlleva."
	Los datos estadísticos incluidos en el informe 507-PLA-RH-MI-2020 puesto en consulta el día 30 de marzo del presente año, fueron suministrados por el Subproceso de Estadística y la Administración de la Defensa Pública, de manera tal, que son los datos oficiales para el 2019. Esta información es tabulada y validada directamente en la Defensa Pública y posteriormente validados por el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación; de tal manera que, la data analizada en el informe se desprende de los insumos que cada oficina de la Defensa Pública facilitó en su momento.

El análisis estadístico de materia Agraria se encuentra ubicado de la página 31 a la 35 del informe 507-PLA-RH-MI-2020, con datos que fueron remitidos por la Defensa Pública el 17 de febrero del 2020. Del análisis efectuado, se extrae la siguiente información:

"En análisis de los datos proyectados de la Defensa Pública en materia Agraria, se estima una entrada promedio de 8 asuntos por recurso Defensor Público a nivel nacional; así como, un circulante promedio de 129 asuntos por cada plaza de Defensor.
De considerar la entrada promedio de 8 asuntos a nivel nacional más el circulante por cada plaza a diciembre de 2018, se estima un circulante proyectado de aproximadamente 137 asuntos por cada recurso Defensor Público; estando por debajo en 43 procesos (24%) de la cuota establecida de 180 asuntos de circulante por cada plaza de Defensora o Defensor Público"

Es por ello que se considera que se debe de mantener la recomendación; pues, no resulta procedente realizar un nuevo estudio debido a que información estadística con la que se cuenta fue brindada precisamente por la Defensa Pública.

Lo anterior es sujeto a seguimiento para analizar el comportamiento.


Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	10
	El Doctor Roberto Montero García menciona que:

"Actualmente esta plaza cuenta con más de 39 expedientes activos, cantidad que es de esperarse que a futuro aumente, por lo que asignarle otro tipo de expedientes o causas de diferente materia, sin contar con datos estadísticos provenientes de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (donde se ha indicado, como consta en el mismo informe de Planificación, que no se cuentan con esos datos exactos) podría poner en riesgo la adecuada representación, por lo que parece prudente esperar al menos a que el año 2020 finalice y volver a revisar el circulante indicado."
	En concordancia con el criterio del Señor Montero García se aclara que, el presente informe tiene como alcance el periodo presupuestario 2021 y, para brindar el criterio técnico, la presente Dirección realiza inferencias científicas por medio de análisis de datos históricos. Se considera adecuada la recomendación y, es importante mencionar que la práctica de utilizar los datos estadísticos más actualizados es utilizada por la Dirección de Planificación. 

Es importante indicar que del mismo informe puesto en consulta se desprende la colaboración que recibirá durante el 2020 para la atención de los casos en materia Contenciosa Administrativa, según se cita. “…en la sesión 43-2019 del Consejo Superior artículo XL del 14 de mayo 2019, se acordó trasladar una plaza de persona defensora de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia para la  atención de la nueva legislación que entró en vigencia a partir del 2018, atendiendo personas indígenas en los procesos Agrarios, Civiles, Contenciosos prioritariamente, así como defensa a servidores judiciales que son denunciados atendiendo las funciones inherentes a los cargos que desarrollan en el Poder Judicial, ya que se detectó la necesidad de reforzar estas funciones, pero no ha sido posible su asignación por la escases de recursos institucionales”. 

Lo anterior, no modifica el contenido del informe

	11
	Además, el Doctor Roberto Montero García menciona que:

"También cabe indicar que estos casos se llevan en la modalidad de “co defensa”, a efecto de que en caso de que como director del proceso sucediera alguna circunstancia que me haga imposible asistir a cualquier audiencia, pueda la persona asignada como codefensora participar de emergente sin ningúna objeción del Tribunal, ello atendiendo las recomendaciones hechas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Resolución 16/15, Medida Cautelar 321-12 y aclarando que esto en casos con personas indígenas, pues en los demás casos contenciosos de personas no indígenas no aplica esa codefensa."
	Se está de acuerdo con la indicación del Señor Montero García y se reiteran los siguientes párrafos del informe:

" (...) Respecto a los asuntos Contenciosos Administrativos, es importante hace énfasis de que se reportan 39 representaciones al cierre de diciembre de 2019.Estos asuntos mantienen la particularidad de que requieren codefensa, por lo que al menos deben participar dos Defensoras o Defensores en su tramitación. 
En consulta con la Coordinación de la Defensa Pública de Buenos Aires, el Licenciado Andrey Fuentes Gamboa, se expone que, por indicación de la Jefatura de la Defensa Pública, los asuntos contenciosos administrativos con interviniente persona indígena se asignan como recargo a las personas defensoras agrarias y por tal, desde que recibió la indicación, el único asunto que ha ingresado a la oficina es el que tiene asignado dentro de su circulante la persona defensora de materia agraria. (...) "

Aspectos que fueron considerados dentro del análisis de las cargas de trabajo del presente informe, inclusive se consulta al Defensor Coordinador de Buenos Aires por qué se registra un asunto Contencioso Administrativo, respuesta explícita en el párrafo anterior.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	12
	El Doctor Roberto Montero menciona que:

"Otro aspecto cuestionable en el informe rendido por Planificación, es el dato de que solamente hay en el Tribunal Contencioso Administrativo 12 expedientes activos de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Bribrí, KEKOLDI, pues en la Defensa Pública, como se desprende de los datos internos, se llevan bastante más de 12 causas a dicha asociación."
	Se reitera que la cantidad de expedientes activos mostrados en el informe fueron los reportados por el Tribunal Contencioso Administrativo el 04 de febrero de 2020, según los sistemas de información, para un total de 97 asuntos activos, dentro de los que están los 12 de la Reserva Indígena de Bribri, KEKOLDI, sin indicar un dato distinto.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	13
	La M.Sc. Diana Montero menciona:

" (...) preocupa el enfoque del estudio de Planificación que refleja una constante minimización de la complejidad de los asuntos indígenas, a pesar de las múltiples explicaciones que sobre este aspecto, las personas Defensoras Públicas les han dado a las personas funcionarias de Planificación que han realizado las entrevistas para la confección de dicho informe, pero que sin embargo no son valoradas en las conclusiones del estudio, pues no basta su simple mención para analizar el impacto que esta complejidad tiene ni para la persona usuaria, ni para la Defensa Pública, ni siquiera para el país que se encuentra cuestionado internacionalmente por el manejo de los asuntos indígenas . (...) "
	Es importante aclarar que se tomó en cuenta lo externado por las diferentes personas de la Defensa Publica, según se desprende del mismo informe:

“..el 03 de febrero de 2020 se coordina una sesión de trabajo con la Administración de la Defensa Pública, respaldada en la minuta 29-PLA-MI-MNTA-2020; con el propósito de identificar el impacto dado en la Defensa Pública a partir de la implementación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas y, recibir retroalimentación de la manera de trabajo optada por la administración para solventar las necesidades de la población en mención.
Con base en la información recolectada en reunión mencionada en el párrafo anterior y, con la información estadística enviada por la Administración de la Defensa Pública; se procede a analizar las cargas de trabajo de las plazas de Defensora o Defensor Público responsables de la tramitación de asuntos con interviniente persona usuaria indígena.
Seguido, se consultó a Unidad de Capacitación de la Defensa Pública sobre los lineamientos establecidos por parte de la Jefatura de la Defensa Pública para cubrir el tema de capacitación del personal de la Defensa Pública en la tramitación de asuntos con interviniente persona usuaria indígena.”  En anexos, se adjunta minuta a este oficio 

Con lo anterior, se realiza el análisis científico considerando las observaciones cualitativas brindadas por todo el personal en mención. 

Adicionalmente, cabe reiterar que el análisis y las propuestas de recurso humano planteadas en dicho informe, mantienen la misma línea de trabajo establecida en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 de la Dirección de Planificación, el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto 2020) artículo II, del 16 de mayo de 2019; y por Corte Plena en la sesión 22-19 6 de junio de 2019, Artículo IV, para fines del ejercicio presupuestario del año anterior.

	14
	"Debemos señalar que las apreciaciones y argumentos expuestos por el Dr. Montero García son compartidos en su totalidad por la Jefatura.  Resulta preocupante que mucha de la información que se ha brindado en entrevistas a  los responsables de estudio no quede reflejada en este,  como por ejemplo, la situación del licenciado Jorge Sanchez y los acuerdos respecto a su ubicación. Además,  preocupa el enfoque del estudio de Planificación que refleja una constante minimización de la complejidad de los asuntos indígenas, a pesar de las múltiples explicaciones que sobre este aspecto, las personas Defensoras Públicas les han dado a las personas funcionarias de Planificación que han realizado las entrevistas para la confección de dicho informe, pero que sin embargo no son valoradas en las conclusiones del estudio, pues no basta su simple mención "
	Se comparte el criterio del personal defensor técnico, así como de la Jefatura de la Defensa Pública; siendo consideradas dentro el presente estudio. Las observaciones presentadas por el Dr. Montero García se aclaran en los puntos anteriores. 

Respecto a la situación del Lic. Jorge Sánchez, se procederá a especificar su ubicación, ya que se puede ampliar su mención en el informe en el apartado VI, sin embargo, en el apartado III se detalla el antecedente.

	15
	"• La Defensa Pública para poder cumplir con las competencias asignadas en la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018, representación legal tanto a la parte actora como a la parte demandada en materia de familia, pensiones alimentarias y parte actora en procesos de violencia doméstica. Valga indicar que anterior a esta Ley, no se representaba a la parte demanda en procesos alimentarios, tampoco en procesos de familia parte actora y parte demandada y tampoco se atendía a la parte solicitante en procesos de violencia doméstica, debiéndose alterar el curso normal del servicio en diferentes oficinas de la Defensa Pública, después de la entrada en vigor de la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.
• Los datos analizados en el informe bajo estudio de la materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, para la población indígena, incluye únicamente los datos de asuntos activos que lleva la Defensa Pública (a pesar de que el servicio se trata de brindar de la mejor manera, es claro que existe recurso limitado para ofrecer el servicio de forma integral), no se evidencia los datos de asuntos activos en las diversas materias (pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica) que llevan los Juzgados de las localidades con mayor concentración de personas indígenas, tales como: Limón, Puntarenas"
	Seguidamente se extrae parte de lo expuesto en el punto cinco del informe, referente a la carga laboral en materia de Pensiones Alimentarias:

"Al tercer trimestre del 2019 existían 306 asuntos en trámite en la Defensa Pública, en los que figuraba una o varias personas pertenecientes a poblaciones indígenas, del total de asuntos un 68% esta centralizado en las oficinas de Bribri y Buenos Aires, con un 34% en cada una; seguidos de Pérez Zeledón con un 7% y Limón con un 6%.
 
De tal modo, es posible determinar que los asuntos en trámite en Bribri y Buenos Aires de forma separada, superan en un 80% a los casos en trámite en la Defensa Pública con el tercer lugar, en materia de Pensiones Alimentarias."

La Dirección de Planificación es consciente que con la promulgación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se deberá atender tanto a la parte actora como a la parte demandada; sin embargo, a nivel de cargas de trabajo y tomando en cuenta la maximización de los recursos institucionales; además, en apego a la contención del gasto público; se puede observar que las circulantes actuales con las que cuentan la mayoría de estos despachos no justifican el otorgamiento de recurso humando adicional.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	16
	"• Se indica por parte de la Dirección de Planificación que en el supuesto de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, que estas además de la materia de pensiones alimentarias conocerá de manera complementaria asuntos de materia penal, priorizando esta última por encima de materias concernientes al área del derecho de familia como lo son procesos de familia y de violencia doméstica. Asimismo, se debe recordar que la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, indica de manera clara que las personas defensoras públicas que atiendan a las personas usuarias indígenas deberán ser especialista en el área de atención, pero como podría pretenderse esto, si en la Defensa Pública justamente buscando esta especialidad realiza procesos de reclutamiento distintos para la materia penal y para materias sociales, por lo cual no podría catalogarse como materias afines. "
	Se replica lo que se expresó en puntos anteriores del presente documento: 

Se coincide con el criterio de especialización de personal defensor; sin embargo, por las cargas de trabajo evidenciadas en el informe en mención, el criterio técnico de la Dirección de Planificación es que los recursos de Defensora o Defensor Público sean especializados pero no exclusivos, de manera que las personas defensoras cumplan con las cargas de trabajo establecidas por el ente competente, priorizando su especialización.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	17
	"Para mayor claridad expondré mediante un cuadro aquellos juzgados ubicados en las zonas donde existe una mayor concentración de personas usuarias indígenas, con la indicación del servicio que se está brindado, si la Defensa Pública  cuenta o no con persona defensora pública en la materia de pensiones alimentarias para la parte acreedora alimentaria. Se aclara que en materia de familia y violencia doméstica no se cuenta del todo con recurso humano para brindar ese servicio."
	En este particular, como se menciona en el apartado cinco de Pensiones alimentarias del informe 507-PLA-RH-MI-2020, la dinámica es la misma que realiza actualmente la Defensa Pública, donde "(...) los asuntos en materia de Familia forman parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Pensiones Alimentarias, y en materia de Violencia Doméstica pasan hacer parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Penal. (...)"


Tal y como se abordó en la observación 13 de presente documento la Dirección de Planificación es consciente que con la promulgación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se deberá atender tanto a la parte actora como a la parte demandada; sin embargo, a nivel de cargas de trabajo y tomando en cuenta la maximización de los recursos institucionales; además, en apego a la contención del gasto público; se puede observar que los circulantes actuales de esas oficinas no justifican el otorgamiento de recurso humando adicional a nivel nacional.



Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	18
	" Todo ello aunado a las largas distancias que deben recorrer, por caminos escarpados y riesgosos, donde no existen medios de transporte.  Por lo tanto, resulta lamentable que todos estos aspectos que describe y analiza la licenciada Mora Venegas, no sean valorados por las personas responsables del informe al momento de llegar a conclusiones, omitiendo estas delicadas condiciones.

En virtud de lo expuesto por los diferentes especialistas, es necesario recalcar que se requieren más de las dos plazas de pensiones alimentarias en Buenos Aires y Bribrí, que señala el Informe 507-PLA-RH-MI-2020. "
	La Dirección de Planificación tomando en consideración las limitaciones presupuestarias actuales que imposibilitan la creación de nuevas plazas y en busca de la maximización de los recursos con los que cuenta la institución, en el apartado denominado "Aspectos demográficos a considerar" realizó una revisión de todas las zonas indígenas del país, con el fin de detectar aquellas de mayor densidad, para así, poder favorecer primeramente a la mayor cantidad de personas; como resultado se obtuvieron las zonas de Bribri y Buenos Aires.

Por otro lado, es importante destacar que mediante el Proyecto de Mejoramiento al Proceso Penal que realiza la Dirección de Planificación, ya fue abarcada la oficina de la Defensa Pública de Bribrí donde se realizaron una serie de propuestas para mejorar el acceso a la justicia y  el servicio que se brinda a la población indígena, como la realización de indagatorias en territorios indígenas en busca de un acercamiento con las personas, la atención de indagatorias de respuesta inmediata, con el fin de evitar que la población indígena deba presentarse varias veces; se promovió la posibilidad de ampliar las instalaciones físicas actuales o trasladarse a un lugar cercano para dar un mejor servicio a los usuarios, se planteó la capacitación al personal en lenguas indígenas, entre otros.

Si bien es cierto, estas recomendaciones fueron planteadas para la zona Bribri, el proyecto irá abarcando paulatinamente todas las oficinas de la Defensa Pública del país, lo que traerá una serie de recomendaciones específicas para cada oficina según sus particularidades y claramente tomando en cuenta los aspectos sociales asociados.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	
	Asimismo, la M.Sc. Diana Montero manifiesta: 

"(...) la necesidad de recursos para atención de población indígena en materias de familia, pensiones alimentarias e incluso las actoras de violencia doméstica resulta imperiosa.  El servicio que se está dando resulta sumamente limitado y contraviene lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justica de Pueblos Indígenas (...)"
	La Dirección de Planificación coincide con lo manifestado por la Jefatura de la Defensa Pública, es por ello que, tomando en consideración las limitaciones presupuestarias que atañen a la institución, que se está haciendo un esfuerzo mediante los alcances del Proyecto del Mejoramiento al Proceso Penal en la Defensa Pública, para que en la medida de lo posible sean movilizadas plazas hacia las oficinas con mayor necesidades para solventar paulatinamente los requerimientos asociados a la promulgación de la Ley de Acceso a la Justicia de Poblaciones Indígenas.

Por otro lado, como se observa en el análisis  y en los elementos conclusivos del informe en atención, y en lo concerniente a Pensiones Alimentarias, se puede observar que un 85% del total de asuntos se concentra en Buenos Aires y Bribri, y es por ello, que esta Dirección decidió priorizar la situación de estas oficinas.

Además, se tiene conocimiento de la situación de las oficinas de Turrialba, Pérez Zeledón, Limón y Coto Brus, las cuales serían después de Bribri y Buenos Aires, las oficinas de mayor carga laboral en Pensiones Alimentarias y desde la perspectiva de mejorar al servicio público, eventualmente se podría valorar dotar de recurso; pues, según lo establecido en la Ley Acceso a la Justica de Pueblos Indígenas debe darse representación tanto a la parte actora como a la demanda, y partiendo de que no puede ser la misma Persona Defensora quien represente a ambas parte; sin embargo, las cargas de trabajo actuales, se logran atender con la cantidad actual de defensoras y defensores, y ante la necesidad de priorizar la utilización de recursos no resulta procedente otorgar recursos adicionales en este momento, pero serán tomadas en cuenta dentro de los alcances del Proyecto de Mejoramiento Penal de la Defensa Pública, como parte de la maximización de los recursos institucionales. 

	
	"se solicita respetuosamente se realice un nuevo y completo análisis de parte de la Dirección de Planificación, que contemple y analice todos los argumentos y datos expuestos por los especialistas y que se echan de menos en el presente análisis"
	En vista de que todos los argumentos y datos expuestos fueron analizados uno a uno en el presente documento; el criterio de la Dirección de Planificación se mantiene, debido a que la regla Fiscal se mantiene y el presente informe responde a la actualización del requerimiento de recursos para a tramitación de asuntos con persona indígena en calidad de interviniente a partir de la promulgación de la Ley 9593, donde se obtiene como resultado que las cargas de trabajo no han tenido una variación significativa respecto al estudio realizado el año anterior, el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria (Presupuesto 2020) artículo XV, celebrada el 23 de mayo de 2019 y, aprobado por Corte Plena en la sesión 22-19 celebrada el 06 de junio de 2019, artículo IV.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	
	
	

	
	En vista de las solitudes planteadas en el Oficio específicamente en el “Cuadro diagnóstico de servicio” remitido por la Defensa Pública, se procede a enlistar todas las plazas requeridas desde el punto de vista de la Defensa Pública, segregado por despacho y materia:

Puriscal: 1 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Buenos Aires: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Corredores: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Golfito: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Coto Brus: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Guatuso: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Turrialba: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Tarrazú, Dota y León Cortés: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Limón: 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Bribri: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.
Atención de personas indígenas que se encuentran privadas de libertad: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.
Subtotal: 14 Pensiones Alimentarias, 22 Familia y 11 Violencia Doméstica.

Total: 47

	Con el fin de dar atención a lo establecido a lo solicitado por la Defensa Pública y tomando como insumo la estimación de costos por persona defensora para el 2021, se procedió a realizar un cálculo del costo que implicaría el otorgamiento de las 47 plazas mencionadas.

El costo promedio por puesto de Defensor Público, para el 2021 es de ₡52.867.000 y el Costo total de gasto variable por cada plaza Profesional (Defensor Público), para el 2021 es de ₡1.678.273, para un total de ₡54.545.273 por lo tanto para las 47 plazas correspondería a ₡2.563.627.831.





Atentamente,

Nacira Valverde Bermúdez
Directora a.i. de Planificación


Copia: Archivo
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Señora

Elena Gabriela Picado González 

Jefa del Subproceso de Modernización Institucional 

Dirección de Planificación





Estimada señora, 

Revisado el informe 634-PLA-RH-MI-2020, al que se hace referencia en el oficio 507-PLA-RH-MI-2020, se emite dentro de las recomendaciones a la Dirección de Tecnología de Información, la siguiente:

· Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios.



Sobre las Implantaciones del SSC (Sistema de Seguimiento de Casos), me permito señalar que la unidad de Implantación no cuenta con la capacidad operativa para asumir las implantaciones del SSC, es por lo que actualmente la Defensa Publica cuenta con una persona encargada de las implantaciones de la Defensa Pública, bajo la administración y coordinación de la Defensa Pública. Por parte de la unidad de Implantaciones se ha colaborado en algunos aspectos de coordinación a lo interno de la Dirección de Tecnología para las configuraciones. Así mismo, al ser un solo recurso dedicado a las implantaciones, se coordinó con la Dirección de Planificación para establecer un orden y lograr las implantaciones de diferentes unidades que intervienen en las materias de Agrario, Ejecucion de la Pena (Penal), Pensiones.

Actualmente se tiene validado las funciones del SSC para las unidades de Ejecución de la Pena por lo que se han iniciado desde finales del 2019 las implantaciones de esas unidades. Cabe señalar que se tiene en proceso la validación del funcionamiento del sistema para las Unidades de Agrario y Pensiones Alimentarias, una vez que se cuente con esa validación, la defensa podría continuar con las implantaciones en esas unidades según la prioridad establecida por la Dirección de Planificación.



Anexo

		Priorización de implantaciones del SSC dada por la Dirección de Planificación

		











Atentamente,

Fabiola Arancibia Hernández

Coordinadora Unidad Implantaciones

Subproceso de Gestión de Servicios, DTI
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Orden de implantaci�n - (RE Cronograma-SSC).msg

RE: Cronograma-SSC.xlsx


			From


			Nelson Arce Hidalgo


			To


			Fabiola Arancibia Hernández; Jorge Fernando Rodríguez Salazar


			Cc


			Elena Gabriela Picado González; Lucía Zeledón Quirós


			Recipients


			farancibia@Poder-Judicial.go.cr; jrodriguezsal@Poder-Judicial.go.cr; epicadog@Poder-Judicial.go.cr; lzeledonq@Poder-Judicial.go.cr





Buenas tardes Fabiola,







 







De acuerdo a lo analizado, vemos que sería más adecuado que el abordaje se haga en función del lugar que se visite y no precisamente por materia, si bien se le estaría dando prioridad a Flagrancia del Segundo Circuito Judicial de San José y de cierta forma a la materia Agraria de acuerdo a la entrada en vigencia del Código Procesal Agrario en febrero de 2020, vemos que ésta forma de abordaje colaboraría a que exista una menor interrupción en las oficinas que se aborden, las cuales una vez que se culmine la implantación no se tenga que regresar de nuevo, sino que quede implementado en todas las materias que cada oficina requiera.







 







Oficina







Materia







Defensa Pública de Flagrancia de II Circ. San José (Goicoechea)







Flagrancia







Defensa Púlica Agrario - I Circ. Judicial de Alajuela 







Agrario







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Alajuela)







Ejecución de la Pena







Defensa Pública de Pensiones - I Circ. Judicial de Alajuela







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia del I Circuito Judicial de Alajuela







Flagrancia







Defensa Publica de I Circ. Judicial de San José (Materia Agraria)







Agrario







Defensa Pública de Flagrancia de I Circ. San José







Flagrancia







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de San José)







Ejecución de la Pena







Defensa Publica Agrario de Upala







Agrario







Defensa Pública de Pensiones - II Circ. Judicial de Alajuela (Upala y Guatuso) 







Pensiones







Defensa  Publica Agrario - I Circ. Judicial de Cartago







Agrario







Defensa Pública de Flagrancia de Cartago 







Flagrancia







Defensa Publica de Agrario  en Puntarenas 







Agrario







Defensa Pública de Flagrancia de Puntarenas







Flagrancia







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Puntarenas)







Ejecución de la Pena







Defensa Publica de Pensiones  -  Puntarenas







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia de Heredia







Flagrancia







Defensa Publica de Pensiones  -  Heredia







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia de Liberia







Flagrancia







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Liberia)







Ejecución de la Pena







Defensa Publica de Pensiones  -  Liberia







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón)







Flagrancia







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Limón)







Ejecución de la Pena







Defensa Publica de Pensiones  -  Limón







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Guápiles)







Flagrancia







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Guápiles)







Ejecución de la Pena







Defensa Pública de Flagrancia del II Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)







Flagrancia







Defensa Pública de Pensiones - II Circ. Judicial de Alajuela (san Carlos) 







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia de San Ramón







Flagrancia







Defensa Pública de Pensiones - III Circ. Judicial de Alajuela (San Ramon) 







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia de Santa Cruz







Flagrancia







Defensa Publica de Pensiones  -  Santa Cruz







Pensiones







Defensa Pública de Flagrancia de Perez Zeledón







Flagrancia







Defensa Publica de Pensiones - Perez Zeledón







Pensiones







Defensa Pública de Pensiones - II Circ. Judicial de Alajuela (Los Chiles) 







Pensiones







Defensa Pública de Pensiones - III Circ. Judicial de Alajuela (Grecia) 







Pensiones







Defensa  Publica de Pensiones - Turrialba







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Sarapiqui







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  - Bribi y Talamanca







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Batan







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Quepos y Parrita







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Cóbano







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Garabito







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Cañas







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones  -  Nicoya







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones - Corredores







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones - Golfito y Puerto Jimenez







Pensiones







Defensa Publica de Pensiones - Buenos Aires







Pensiones







 







 







Cualquier duda o consulta quedamos a disposición.







 







Saludos cordiales, 







 















 







De: Fabiola Arancibia Hernández <farancibia@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 12 de junio de 2019 7:45 a. m.
Para: Jorge Fernando Rodríguez Salazar <jrodriguezsal@Poder-Judicial.go.cr>; Nelson Arce Hidalgo <narce@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Elena Gabriela Picado González <epicadog@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: Cronograma-SSC.xlsx







 







Esa es la propuesta, porque solo hay un recurso para implantar el SSC, es por ello que necesitamos un orden precisamente por los proyectos que tienen







 







De: Jorge Fernando Rodríguez Salazar <jrodriguezsal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 12 de junio de 2019 06:40
Para: Nelson Arce Hidalgo <narce@Poder-Judicial.go.cr>; Fabiola Arancibia Hernández <farancibia@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Elena Gabriela Picado González <epicadog@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Cronograma-SSC.xlsx







 







Buenos dias, sobre este tema te consulto si la propuesta es terminar primero flagrancia, luego Agrario y en tercer lugar Ejecucion de la Pena.







Es que en el caso de Ejecucion de la Pena hago la salvedad que cuando esten listas las mejoras tecnologicas de EV y Gestion en Linea, iniciara la implementacion en los Juzgados y ahi deberia estat alineado con la implementacion de SSC en Defensa, por lo que es necesaria esa consideracion. Muchas gracias.
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From: Fabiola Arancibia Hernández
Sent: Tuesday, June 11, 2019 8:42:14 AM
To: Jorge Fernando Rodríguez Salazar; Nelson Arce Hidalgo
Cc: Elena Gabriela Picado González
Subject: RE: Cronograma-SSC.xlsx 







 







Hola Jorge, en ese caso cambio la defensa de Flgrancia de I Circ. por otra defensa de puntarenas







 







Para verlo con la defensa necesito primero que me aprueben el orden de implantación







 







Quedaría así:







Flagrancia+A5:B52







Defensa Pública de Flagrancia de II Circ. San José (Goicoechea)







Defensa Pública de Flagrancia de San Ramón







Defensa Pública de Flagrancia de Herecia







Defensa Pública de Flagrancia de Liberia







Defensa Pública de Flagrancia de Puntarenas







Defensa Pública de Flagrancia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón)







Defensa Pública de Flagrancia del I Circuito Judicial de Alajuela







Defensa Pública de Flagrancia del II Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)







Defensa Pública de Flagrancia de I Circ. San José







Defensa Pública de Flagrancia de Cartago 







Defensa Pública de Flagrancia de Santa Cruz







Defensa Pública de Flagrancia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Guápiles)







Defensa Pública de Flagrancia de Perez Zeledón







Agrario







Defensa Púlica Agrario - I Circ. Judicial de Alajuela 







Defensa Publica de I Circ. Judicial de San José (Materia Agraria)







Defensa Publica Agrario de Upala







Defensa  Publica Agrario - I Circ. Judicial de Cartago







Defensa Publica de Agrario  en Puntarenas 







Ejecución de la Pena







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Alajuela)







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Liberia)







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Puntarenas)







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de San José)







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Guápiles)







Defensa Pública (Ejecución de la Pena de Limón)







Pensiones







Defensa Pública de Pensiones - I Circ. Judicial de Alajuela







Defensa Pública de Pensiones - II Circ. Judicial de Alajuela (san Carlos) 







Defensa Pública de Pensiones - II Circ. Judicial de Alajuela (Upala y Guatuso) 







Defensa Pública de Pensiones - II Circ. Judicial de Alajuela (Los Chiles) 







Defensa Pública de Pensiones - III Circ. Judicial de Alajuela (San Ramon) 







Defensa Pública de Pensiones - III Circ. Judicial de Alajuela (Grecia) 







Defensa  Publica de Pensiones - Turrialba







Defensa Publica de Pensiones  -  Heredia







Defensa Publica de Pensiones  -  Sarapiqui







Defensa Publica de Pensiones  -  Limón







Defensa Publica de Pensiones  - Bribi y Talamanca







Defensa Publica de Pensiones  -  Batan







Defensa Publica de Pensiones  -  Puntarenas







Defensa Publica de Pensiones  -  Quepos y Parrita







Defensa Publica de Pensiones  -  Cóbano







Defensa Publica de Pensiones  -  Garabito







Defensa Publica de Pensiones  -  Liberia







Defensa Publica de Pensiones  -  Cañas







Defensa Publica de Pensiones  -  Nicoya







Defensa Publica de Pensiones  -  Santa Cruz







Defensa Publica de Pensiones - Perez Zeledón







Defensa Publica de Pensiones - Corredores







Defensa Publica de Pensiones - Golfito y Puerto Jimenez







Defensa Publica de Pensiones - Buenos Aires







 







 







 







De: Jorge Fernando Rodríguez Salazar <jrodriguezsal@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 11 de junio de 2019 08:09
Para: Nelson Arce Hidalgo <narce@Poder-Judicial.go.cr>; Fabiola Arancibia Hernández <farancibia@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Elena Gabriela Picado González <epicadog@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Re: Cronograma-SSC.xlsx







 







Buenos dias, mi observacion es con respecto a flagrancia del ICJSan Jose dado a que estamos proximos a iniciar un proyecto de rediseño que podria impactar en su unificacion con el IICJ SJ. Mi otra sugerencia es validarlo con la Defensa Publica. Muchas gracias.







Obtener Outlook para Android







 







  _____  




From: Fabiola Arancibia Hernández
Sent: Monday, June 10, 2019 10:47:40 AM
To: Jorge Fernando Rodríguez Salazar; Nelson Arce Hidalgo
Cc: Elena Gabriela Picado González
Subject: RE: Cronograma-SSC.xlsx 







 







Hola, para coordinar con la defensa las fechas, necesito me aprueben el orden propuesto o bien indicarme si se debe hacer algún cambio en el mismo.







 







De: Fabiola Arancibia Hernández 
Enviado el: jueves, 30 de mayo de 2019 15:58
Para: Jorge Fernando Rodríguez Salazar <jrodriguezsal@Poder-Judicial.go.cr>; Nelson Arce Hidalgo <narce@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Elena Gabriela Picado González <epicadog@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Cronograma-SSC.xlsx







 







Hola compañeros, adjunto cronogramas, una vez aprobado el orden se coordinaran las fechas con la defensa  para dar inicio, el orden es el que vimos en la reunión, envío copia a Gaby porque quedarían para el 2019 implantaciones como las defensas de Agrario y la de pensiones ya que estamos dando prioridad a las de Flagrancia.







El orden puede variar según consideren.
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Oficio JEFDP- 365-2020

San José, 14 de abril de 2020

Sra. Nacira Valverde Bermúdez


Directora a.i. Dirección de Planificación


Poder Judicial 


Estimada señora: 


Reciba un cordial saludo.  De conformidad con el informe de la Dirección de Planificación N 507-PLA-RH-MI-2020, Ref. SICE 1692-18, con el mayor de los respetos me permito indicar lo siguiente:

El artículo primero de la Constitución Política establece que Costa Rica es una República democrática, libre e independiente, multiétnica y pluricultural. Esto significa que las diferentes instituciones del Estado, entre ellas el Poder Judicial,  deben realizar una serie de  prácticas para respetar esa pluriculturalidad, y una de esas acciones afirmativas justamente es  valorar las diferencias existentes y en atención a estas, generar políticas institucionales, que para el caso en concreto significa, aplicar una mirada intercultural y cualitativa en el Departamento de Planificación, de tal forma que a partir de esta se pueda determinar la necesidad de plazas de personas defensoras públicas para la atención de personas indígenas; no así desde una relación solamente cuantitativa.

Como todas las personas sabemos, en Costa Rica hay 8 pueblos indígenas diferentes que se encuentran distribuidos en 24 territorios: bribris, cabécar, huetar, chorotega, ngäbes, térraba o teribe, borucas y malekus, Además de los miskitos que son de Nicaragua, y lo ngäbes-buglés de Panamá, para un total de 10 pueblos indígenas.

Muchos indígenas   hablan y comprenden su idioma materno, entre estos están el bribri, cabécar, ngäbere, malecuajaica, miskito, murire o buglere, dependiendo de cuál es el pueblo al que pertenecen. Sus territorios se encuentran aislados, con difícil acceso, recorren grandes distancias para trasladarse desde sus lugares de residencia hasta los diferentes despachos judiciales,  sus derechos son colectivos e individuales, y  se encuentran en condición de pobreza, sumado a que su cosmovisión, costumbres, cultura  y formas de vivir son distintas a las de las personas no indígenas, lo que implica una sensibilidad diferente y un trato diferenciado, en que se visualicen sus necesidades por parte de la persona que realiza el abordaje judicial.

Aún y cuando en distintos documentos y reuniones se ha recalcado la diferencia en la atención y requerimientos que necesitan las personas usuarias indígenas, lastimosamente esta situación no se refleja en el informe, y se plantea de forma cuantitativa, dejando de lado el aspecto cualitativo elemental en procesos judiciales con personas indígenas, y dejando de lado también, un aspecto cuantitativo justificado en el párrafo anterior, que implica la necesidad de que cuando las personas usuarias sean indígenas, la cantidad de procesos por plaza sea menor, pues la inversión de tiempo y diligencias es mayor.


Incluso, se echa de menos en el informe que hay lugares en los que no se pueden brindar los servicios por falta del recurso humano y esto afecta a las personas usuarias, entre ellas a las personas indígenas, por ejemplo, Coto Brus no tiene atención para actoras en pensiones y familia, a pesar que el Juzgado de Pensiones tiene una carga de procesos muy amplia.


Se debe aclarar que el registro e informe de personas usuarias y procesos se realiza en la oficina en que se atiende según la competencia territorial, no en la oficina de la que se brinda la colaboración, de forma tal que la información es real y obedece al lugar donde debería existir una plaza. Además, debe aclarase también que las actoras de violencia doméstica son asumidas por falta de plazas por las personas defensoras públicas de pensiones, y son las personas demandadas en procesos de violencia doméstica quienes son asumidas por personas defensoras públicas de materia penal, se reitera, por falta de plazas. En ese mismo sentido también debe considerarse que las plazas de pensiones alimentarias asesoran no solo esa materia sino también en familia, tanto en personas actoras y personas demandas, lo que genera en muchos de los lugares conflictos, pues llegan las personas usuarias demandadas con documentos que se vencen y no está en el lugar la persona que se traslada para brindar la atención y las otras personas defensoras no la pueden asesorar porque podría existir conflicto de intereses. Esto puede ocurrir en muchas oficinas, pero en particular, resaltamos el caso de la Zona Sur o de la Zona de Limon o Turrialba.  Recordemos que las plazas de las personas Defensoras Públicas tienen destino de materia y en esa materia son capacitados quienes las ocupan. No necesariamente las personas Defensoras Penales tienen conocimiento de los asuntos de Pensiones Alimentarias ni tampoco sus plazas fueron creadas para esta materia, máxime cuando sus cargas de trabajo en materia penal ya son más que suficientes.

Se plantea en el informe lo siguiente:


“Ahora bien, se tiene como excepción algunos asuntos conocidos dentro de la Defensa Pública, donde la Supervisora de Asuntos Indígenas indica que intervienen gran cantidad de personas usuarias indígenas y por ello, se toma en consideración dentro del análisis actual. 


Sin embargo, con base en el informe 634-PLA-RH-MI-2019 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria)” y el presente análisis estadístico, se infiere técnicamente que dichos expedientes responden a casos aislados y se encuentran fuera de los límites de control, debido a que en el amplio periodo de tiempo de estudio no se refleja el comportamiento descrito.” (La negrita no es del original)

El Departamento de Planificación no valora de forma oportuna que los dos casos a los que se refiere la Defensa corresponden a los procesos penales de Salitre y Térraba y que justamente es en ese lugar que el Estado de Costa Rica tiene medidas cautelares impuestas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  Además, se tiene conocimiento que habrán otras investigaciones en la zona de Buenos Aires con las mismas características, más de 50 imputados en la primera y aproximadamente 80 imputados en la segunda. Sería de gran importancia que el Departamento de Planificación estudie el impacto internacional que tienen estas causas y la trascendencia en términos de derechos humanos, por los cuales la República de Costa Rica hoy enfrenta un litigio internacional, e incluso ha recibido cuestionamientos muy delicados, pues han existido situaciones que han evidenciado la falta de solución al problema. También, se debe de tomar en cuenta la gran cantidad de trabajo que generan estos casos, pues se debe realizar una defensa técnica intercultural y respetuosa de los derechos fundamentales de las personas indígenas. No son casos aislados, son casos reales, que cada vez serán más frecuentes, justamente por los problemas de tierras y territorios que hay en esa zona y se ha extendido a los otros territorios indígenas (24 en total). Respecto a esta realidad se deben tomar medidas a futuro, pues se trata de planificar las respuestas a futuro, para no enfrentar un aumento de este tipo de casos sin estar preparados con recursos humanos para asumirlos. 

A partir de la entrada en vigencia de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica el 28 de setiembre de 2018, según el artículo 7,  hay una repercusión  exclusiva para la Defensa Pública,  ya que es esta Institución quien tendrá que asesorar a todas las personas indígenas, independientemente del tipo de proceso, del lugar en que se realice y de la posición en la que se presente la persona indígena, de tal forma que la competencia legal de atención de la Defensa Pública  se dimensiona a todos los procesos judiciales y es nacional. 


Véase lo señalado en  el primer párrafo del numeral 7, que establece:


“ARTICULO 7- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita….”



Nótese que es a la Defensa Pública a la que se le asignó la atención de estos pueblos indígenas, el artículo no menciona otra institución u órgano para brindarla.


De tal forma que se indica que la Defensa Pública debe brindar asistencia letrada a las personas indígenas (físicas y jurídicas) en todo tipo de procesos a nivel nacional, lo que implica la necesidad de contar con recurso humano para ejercer una atención de calidad a estas personas que se encuentran en condición de vulnerabilidad.


Además, se establece por Principio de Legalidad que quien brinda la asistencia letrada debe cumplir dos requisitos: 


1) especializada en derecho indígena. 


2) especializada en la materia de competencia. 


Situación que a la fecha no opera, pues las personas defensoras públicas no tienen una especialidad en derecho indígena, aún y cuando se trata de generar capacitaciones; además se plantea la necesidad de la especialidad en la materia de atención a la persona indígena. Eso nos lleva a considerar que las personas defensoras públicas no deberían de asesorar materias por recargo, que implica otras especialidades, ni que pensiones deba atender penal, o violencia doméstica, ya que justamente por el Principio de Legalidad se requiere la especialización a partir de la condición de la persona usuaria y del tipo de proceso judicial que se asesore.  Lo anterior evidencia que no bastan dos  plazas, una en Bribri y otra en Buenos Aires para asumir la responsabilidad que legamente nos ha sido asignada,  sino que se requieren necesariamente otras plazas en Coto Brus (pensiones –familia), Corredores, Turrialba, Tarrazú y otras zonas en las que hay exceso de trabajo, o no se brindan los servicios por falta de recursos humanos.

En cuanto al tema agrario y contencioso administrativo es necesario valorar lo indicado por la Coordinación de la Unidad de Agrario de la Defensa Pública, en la persona del Sr. Mario Rosales Vargas, que sobre el punto en cuestión indica:


“Respecto de estas recomendaciones, concretamente en cuanto a que se asigne a las personas defensoras públicas que conformamos la Unidad Agraria casos de materias diferentes a las de nuestra especialización, deben valorarse algunas situaciones.


En primer lugar, hay que recordar que la forma de reportar el circulante, había venido siendo equivocada mediante el reporte del número de expediente o NUE, de esa manera en un expediente donde se defiende a más de una persona, solamente se reportaba una representación.


Con el desarrollo del Sistema de Seguimiento de Casos (en adelante SSC), esta situación varió considerablemente y hoy, en materia penal, en la que se encuentra ya implantado dicho sistema a nivel nacional, los datos que se extraen respecto del circulante obedecen de manera correcta al número de representaciones y no de expedientes a cargo de cada persona defensora pública.


Explicado lo anterior, tenemos que en nuestra Unidad aún no ha sido posible la implantación del SSC, por lo que seguimos reportando erróneamente expedientes y no representaciones, lo que ha venido motivando que nuestro circulante se encuentre alterado, ya que se reportan menos representaciones de las que realmente tramitamos, esa situación como indiqué, responde a viejos criterios estadísticos que ya hoy están superados tanto en la Defensa Pública como en el área estadística de Planificación.


Con la anterior explicación, trato de evidenciar que la cantidad de expedientes activos de cada persona defensora de nuestra unidad supera con creces el número indicado como máximo de 180 representaciones. Esto lo demuestro con el cuadro que adjunto, donde claramente diferenciamos los expedientes activos (por número de expediente) de las representaciones activas y, en este caso podemos ver que en promedio tenemos 226 representaciones por persona defensora, lo que no solo hace innecesaria esa repartición extra de causas de otras materias, sino que empieza a encender alertas respecto de la necesidad de contar con más plazas y por otro lado, la necesidad en la creación de una Unidad Contencioso Administrativa, que se haga cargo exclusivamente de esa materia, la que nos fue impuesta por recargo y aceptada siempre y cuando se contara con la participación activa en esos expedientes, del Dr. Roberto Montero García quien es la única persona especializada en esa materia y que actualmente funge como director de estos procesos, brindando nuestra unidad respaldo al asignar co defensas.


Siguiendo con los datos fríos, tenemos que dichos números demuestran que ese recargo ya genera el peligro de sobrecargar nuestras plazas con la evidente pérdida en la calidad del servicio que brindamos.


Ahora, como se desprende también del cuadro indicado que se adjunta, lo cierto es que si analizamos los datos estadísticos tomando en consideración los expedientes y no las representaciones, ejercicio que sería equivocado, pero si aun así lo hacemos, podemos ver que el promedio de expedientes por cada persona defensora agraria es de 230, lo que evidentemente también rebaza la cantidad límite de 180 expedientes.


Pasemos a analizar el cuadro al que he hecho referencia.
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Como se puede ver, la Unidad Agraria lleva un promedio de 230 expedientes (casos activos) promedio, en tanto el promedio de expedientes activos por intervinientes y por persona defensora es de 226.


En el caso de los datos por interviniente, tenemos plazas como la #1 de Limón con 405 representaciones y la de Guápiles con 361.


De esa manera, es evidente como lo indiqué antes, que el tope máximo aprobado por Planificación de 180 expedientes, ha sido ampliamente superado por los números de intervinientes así como por expediente que se reflejan en el cuadro supra.


Ahora, en el caso de nuestra Unidad, no se deben invisibilizar otros aspectos de suma importancia para tomar en consideración el asignar o no causas de materias diferentes, ya que en materia agraria existen estos otros elementos o factores que deben ser considerados dentro de la complejidad de nuestras funciones, además del criterio simplista del circulante, estos serían:


1. Atención de la persona usuaria in situ


2. Juicios y otras audiencias in situ


3. Inspecciones previas para la interposición de procesos judiciales 


4. Desplazamientos  de más de 3 horas para llegar a las zonas de atención


5. Atención a poblaciones vulnerables (adultos mayores, mujeres campesinas, personas de baja o casi nula escolaridad, poblaciones indígenas,)


6. Resolver trabajo de oficina


7. Atención de público, entre otras tareas propias de la persona defensora agraria.


De esa manera, viendo el que incluso en un expediente con varios intervinientes puede darse la situación de que una o varias personas defensoras de diferentes jurisdicciones deban atender las diligencias in situ, se potencia el uso de tiempo fuera de oficina y de desplazamiento de cada una de ellas.


Por otro lado, todas estas funciones indicadas resultan hoy una realidad, esto sin haber  entrado  en vigencia operativa el nuevo Código Procesal Agrario, bajo la Ley 9609, pues al entrar en vigencia esta normativa vamos a tener que iniciar con una serie de participaciones extra, tales como:


1.  La ampliación de competencia


2. La ampliación a los defensores agrarios de la competencia judicial y en sede administrativa (gubernativa), pues se nos impone el atender procedimientos de tipo administrativos en oficinas tales como MINAE, INDER, MAG, INTA, MSP, CONAI, Ministerio de Pesca, y todas aquellas que tengan injerencia administrativa en sede judicial.


3. Intervenir es aspectos y materia contenciosa agraria.


4. El traslados a los diferentes departamentos  o instituciones públicas antes mencionadas, lo que implica choque de agendas y además aumento en las personas usuarias  tanto en sede administrativa como en sede judicial.


Como expongo, a criterio de este servidor existen una suma de razones, todas de alta importancia, para no asignar casos de materias diferentes a la agraria a las personas que conformamos esta Unidad, incluso para rectificar o reconsiderar el que nosotros no tengamos que llevar procesos contencioso administrativos, que revisten un proceso (derecho de forma) así como un derecho sustantivo (derecho de fondo) de connotación evidentemente pública, en tanto el derecho agrario resultan evidentemente de carácter civil o privado en su proceso, pues evidentemente el servicio es de interés público.


 Por lo indicado, resulta procedente objetar el informe de Planificación y solicitar:


1. Se incluya la necesidad imperiosa de que nos implemente el Sistema de Seguimiento de Casos para mantener una base de datos confiable.


2. Se entienda que no podemos las personas que laboramos en la Unidad Agraria de la Defensa Pública tramitar expedientes de otras materias, pues ya nos encontramos al límite de capacidad de atención.


3. Se valore el eximirnos de la tramitación de los asuntos contencioso administrativos, pues de hecho ya en la Defensa Pública existe una plaza que se dedica a estos asuntos de manera especializada, tanto para personas indígenas, como para personas funcionarias judiciales y privados de libertad con derechos a ser asistidos en esa jurisdicción, esto con la observación de que en tanto esa unidad no sea creada o no se dote a esa materia de mas personas defensoras, la Unidad Agraria seguirá asistiendo en casos con intereses contrapuestos donde participen personas indígenas, pues en casos de personas funcionarias judiciales, pareciera que la Unidad más apta es la Unidad Disciplinaria.”


Según lo indicado supra, entre otras cosas debe valorarse también que en los procesos agrarios se está considerando por caso, no por persona usuaria, lo cual generaría una cantidad mayor.  Valga aclarar que la respuesta de licenciado Rosales se transcribe en su totalidad como él la planteó y resulta de importancia valorar si tal y como él lo indica, la carga de trabajo en materia agraria ha aumentado de manera tal que resulte inmanejable el tramite de los procesos contenciosos administrativos, pues obviamente una sola plaza en materia contencioso administrativa, no resulta suficiente para tramitar todo lo que esa materia conlleva.

Sobre los procesos contenciosos administrativos, aún y cuando el Tribunal Contencioso Administrativo no tiene de manera adecuada los datos de las personas usuarias indígenas, se han identificado de manera general 93, si a estas personas se les consulta si desean ser representados por la Defensa Pública e indican de manera afirmativa, sería una nueva cantidad la que tiene que asesorar la Defensa Pública, pero esa es función del Tribunal citado.

En cuanto a los procesos contenciosos administrativos el Sr. Roberto Montero García, a partir del informe de Planificación señala:


“El suscrito, Roberto Montero García, ocupando en propiedad plaza de la Unidad Disciplinaria destinada a la atención de procesos contencioso administrativos donde participan personas indígenas, personas funcionarias judiciales que sean demandadas, así como personas privadas de libertad que acudan a dicha jurisdicción en procesos relacionados con procesos penales, funciones asignadas por parte de la Jefatura de la Defensa Pública acatando la directriz del Consejo Superior, emitida mediante Acuerdo adoptado en Sesión N°60-19 del 4 de julio de 2019, artículo VIII, me presento a hacer las siguientes observaciones al informe 507-PLA-RH-MI-2020, Ref. SICE 1692-18, de la Dirección de Planificación.


Necesidad de que una persona especializada atienda los asuntos contencioso-administrativos de las personas indígenas (físicas y jurídicas) así como de las personas servidoras judiciales que sean llevadas ante dicha jurisdicción 

Tomando en consideración el acuerdo de Consejo Superior, adoptado en sesión N°1-19 del 8 de enero del 2019, artículo XXVII, así como el mandato establecido en la ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas y el Voto 2019-12550 de la Sala Constitucional, la Defensa Pública debe atender asuntos contencioso administrativos, pero asumiendo el reto de una manera seria, tal y como lo establece el artículo 7 de la ley 9593 que nos dice: 

“En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita.”


Así por mandato legal, se debe contar en la Defensa Pública con personal especializado, tanto en materia indígena, como en contencioso-administrativo, lo que no resulta sencillo de cumplir.


Tratando de responder a ese mandato, la Defensa Pública se vio en la necesidad de redistribuir funciones a lo interno, pues el Consejo Superior, en la sesión 43-2019, artículo XL del 14 de mayo 2019 aprobó trasladar la plaza de Defensor Público (369766) de la Secretaría Técnica de Género, para que se dedicara a atender esos temas:


“ (…) para la  atención de la nueva legislación que entró en vigencia a partir del 2018, atendiendo personas indígenas en los procesos Agrarios, Civiles, Contenciosos prioritariamente, así como defensa a servidores judiciales que son denunciados atendiendo las funciones inherentes a los cargos que desarrollan en el Poder Judicial, ya que se detectó la necesidad de reforzar estas funciones, pero no ha sido posible su asignación por la escases de recursos institucionales”.


Sin embargo, dicha plaza estaba ocupada en propiedad por el Lic. Jorge Sánchez Solano, quien presentó recurso de reconsideración contra el acuerdo que lo ubicaba en la Defensa Pública como defensor encargado de los asuntos contencioso administrativos, donde alegó entre otras cosas, desconocimiento en la materia así como problemas de salud que se verían afectados por los traslados que debía hacer fuera de San José, recurso que fue resuelto por acuerdo del Consejo Superior, Sesión N°60-19 del 4 de julio de 2019, artículo VIII, como sigue:

“se acordó: Acoger parcialmente el recurso de reconsideración presentado por el licenciado Jorge Sánchez Solano, Defensor Público, y modificar el acuerdo adoptado por este Consejo en sesión Nº 52-19 del 7 de junio de 2019, artículo IX, en el sentido que la Jefatura de la Defensa Pública deberá de mantener al licenciado Sánchez Solano destacado en una de las oficinas del Primer Circuito Judicial de San José, reforzando aquellas áreas que estime conveniente, y de acuerdo a los conocimientos que tenga don Jorge. Por lo anterior, solicitar a la jefatura de la Defensa Pública, ubique y asigne funciones a citado servidor, que le permita mantener control sobre su salud, consideración para ello, el despacho que se adapte de mejor manera para ello. 2.) Deberá la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, apoyar y capacitar, al licenciado Sánchez Solano, en su formación como defensor público, para que pueda desarrollarse en ese campo, y afronte de manera exitosa las tareas que le sean asignadas, para el buen desempeño en sus labores. 3.) Por lo anterior, y con el fin de cumplir con los requerimientos establecidos por la Corte Plena para la atención en defensa de la persona indígena, en atención a la Ley 9593, la Defensa Pública, realizará los movimientos de personal que permitan ubicar a un profesional con el perfil idóneo, para atender esta labor. 4.) Notifíquese el presente acuerdo al gestionante.

La Defensa Pública y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda.” (subrayado suplido)


Con fundamento en el anterior acuerdo de Consejo Superior, se ubicó y brindó capacitación especial al Licenciado Jorge Sánchez Solano, en la Unidad Disciplinria de la Defensa Pública.

Por otro lado, al contar el suscrito con estudios en esas materias, así como estar elegible como Juez 4 Contencioso Administrativo en el sistema de Carrera Judicial, además de contar un Doctorado en Derecho, especialización en Derecho Administrativo, además de las maestrías en derechos humanos y derecho constitucional, me ofrecí para encargarme de la nueva materia assignada por mandato legal a la Defensa Pública.


De esa manera la Dirección de la Defensa Pública solventó el problema que se le planteaba y, realizó el necesario movimiento de personal que permitió ubicar a un profesional con el perfíl idóneo para ateder la labor encomendada, tal y como manda el acuerdo transcrito en lo conducente.

Por lo indicado, la plaza 369766, ocupada en propiedad por el Licenciado Jorge Sánchez Solano se hizo cargo de los casos disciplinarios de mi plaza y el suscrito, en mi plaza en propiedad recibí los nuevos procesos contencioso administrativos, donde participan personas indígenas, físicas y jurídicas, así como los procesos donde participan como demandadas personas funcionarias judiciales y recientemente, los procesos donde participan personas privadas de libertad que sean demandados en esa vía, por una causa que guarde relación con el proceso penal. Como por ejemplo ejecuciones de sentencia por cobro de costas (así Voto 2019-12550 de la Sala Constitucional).


Incluso el Consejo Superior en sesión sesión N° 13-19 celebrada el 15 de febrero de 2019, artículo L, aprobó mi participación como defensor y capacitador para la Defensa Pública en este tipo  de procesos.


Aclarado lo anterior respecto de quién y porqué ocupa la plaza dedicada a materia contencioso administrativa en la Defensa Pública, prosigo indicando que por haberlo así acordado junto a la persona Coordinadora de la Unidad Agraria de la Defensa Pública, el suscrito lleva la dirección de todos los procesos contencioso administrativos de personas indígenas que han ingresado a la Defensa Pública, sirviendo la Unidad Agraria como respaldo para el caso de que se presenten intereses contrapuestos, lo que a la fecha no ha sucedido.


También cabe indicar que estos casos se llevan en la modalidad de “co defensa”, a efecto de que en caso de que como director del proceso sucediera alguna circunstancia que me haga imposible asistir a cualquier audiencia, pueda la persona asignada como codefensora participar de emergente sin ningúna objeción del Tribunal, ello atendiendo las recomendaciones hechas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Resolución 16/15, Medida Cautelar 321-12 y aclarando que esto en casos con personas indígenas, pues en los demás casos contenciosos de personas no indígenas no aplica esa codefensa.

Ahora, en cuanto a las recomendaciones emitidas por parte de Planificación respecto de la plaza bajo análisis, considero que no existe ninguna recomendación concreta, sin embargo voy a referirme al tema para que no quede en el aire.


Como antecedente debe citarse el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, sesión extraordinaria 44-19 (Presupuesto para el 2020), celebrada el  16 de mayo de 2019, artículo II, donde se analizó y aprobó el estudio de Requerimiento de Recurso Humano 634-PLA-RH-MI-2019, presentado por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, con estudio de impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluyendo materia disciplinaria, agraria y pensión alimentaria).

En dicho acuerdo se aprobaron como recomendaciones provenientes de Planificación las siguientes:

“A la Dirección de la Defensa Pública


6.1   Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo.

6.2   Asignar asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos, esto en caso de que la carga de trabajo no alcance. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria.

6.3  Comunicar bajo una circular interna de la Dirección de la Defensa Pública a las distintas Oficinas, la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. 

6.4  Coordinar la respectiva capacitación a las personas defensoras públicas de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo.”


En tanto este nuevo estudio presentado por la Dirección de Planificación en informe 507-PLA-RH-MI-2020, Ref. SICE 1692-18, hace las siguientes recomendaciones a la Defensa Pública:


“A la Jefatura de la Defensa Pública


· Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo.


· En caso de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, asignar complementariamente asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos Aires, para completar las cargas de trabajo. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria.


· Reiterar la circular interna de la Dirección de la Defensa Pública, acerca de la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. 


· Continuar con las capacitaciones a las personas defensoras públicas que manifiesten la necesidad, de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo.”


Como se puede ver, la referencia es clara respecto de las plazas de la Unidad Agraria y para este año, en relación con la promulgación del nuevo código en esa materia.


Ahora, vale hacer referencia concreta a la plaza que ocupo en propiedad, específicamente al hecho de asignar casos de otras materias a una plaza dedicada actualmente a la defensa de causas contencioso administrativas contra personas indígenas, personas servidoras judiciales y personas privadas de libertad, posibilidad que evidentemente resulta riesgosa,  pues el dato que tenemos de circulante es a partir del mes de setiembre de 2019, por lo que apenas se está dando inicio a la divulgación del servicio que presta la Defensa Pública en esta área, labor para la que se realizaron algunas giras informativas a finales del año pasado (2019).


Ahora, para efecto de contextualizar esta información, debe tenerse en cuenta que esta plaza (la encargada desde mediados del año pasado a procesos contencioso administrativos) tuvo como recargo lo relacionado con el Sistema de Seguimiento de Casos hasta el mes de febrero de 2020, primero por el ingreso del Licenciado Arturo Cruz Volio sustituyéndome en esa labor a solicitud mía (en tanto lograba ponerse al día) y posteriormente por la incapacidad que sufrió dicho funcionario desde inicios del mes de diciembre del 2019, por lo que la misma (el suscrito) se encontraba con una enorme cantidad de trabajo (incluyendo giras fuera de San José, para solucionar problemas del SSC así como para asuntos propios de las causas contencioso administrativas con personas indígenas), lo que me impidió el actualizar y estudiar de manera adecuada los expedientes contencioso administrativos de las diferentes poblaciones que atendemos, debiendo ir estudiando cada uno según se señalara una audiencia.


Situación que varió a partir del mes de marzo de 2020, cuando se nombra al Licenciado Orlando Vargas como encargado del SSC. 


Actualmente esta plaza cuenta con más de 39 expedientes activos, cantidad que es de esperarse que a futuro aumente, por lo que asignarle otro tipo de expedientes o causas de diferente materia, sin contar con datos estadísticos provenientes de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (donde se ha indicado, como consta en el mismo informe de Planificación, que no se cuentan con esos datos exactos) podría poner en riesgo la adecuada representación, por lo que parece prudente esperar al menos a que el año 2020 finalice y volver a revisar el circulante indicado.


Por otro lado, resulta oportuno hacer ver de la complejidad de los procesos Contencioso Administrativas, sumada la complejidad propia de las representaciones con intervinientes indígenas, tanto por la característica de realizar diligencias in situ, como por las pretensiones procesales en sí mismas. 


Como ejemplo se puede mencionar el expediente 10-000273-1028-CA, donde se está en proceso de ejecución de sentencia, analizando los pasos a seguir, pues las pretensiones de la parte actora, Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Bribrí (KEKOLDI) son por 12 mil millones de colones (12.000.000.000), esto sin tomar en consideración el complicado proceso de expropiación que debe dar inicio, pues el Voto 004507-F-S1-2019 de la Sala Primera estableció nuevos límites para dicha reserva indígena, labor en la que está abocado el suscrito a solicitud de dicha Asociación.


Valga decir que en este estudio he dedicado ya más de siete días completos (8 horas cada uno), para la sentencia de primera instancia, los recursos de casación planteados y la resolución de la Sala Primera.


Otro ejemplo que se puede mencionar es en un proceso contra personas funcionarias judiciales, donde figura la Defensa Pública como representante y en el que las pretensiones en contra del Poder Judicial, solamente por daño moral ascienden a más de 150.000.000 (ciento cincuenta millones de colones), casos que no pueden manejarse de manera ligera como puede verse. 


Con lo anterior quiero hacer ver que estos procesos no son comunes ni sencillos, por lo que no se pueden manejar para su medición, parámetros utilizados para otras materias como penal, pues en los expedientes donde intervienen personas indígenas, se discute en un 99% de los casos, la titularidad de las tierras donde hablamos de cientos de hectáreas y eventuales daños a los que se ven las personas indígenas en peligro de tener que hacer frente, por lo que el volumen y la complejidad de estos expedientes es muy alta.


Incluso, el tema de la condenatoria en costas resulta de capital importancia en el análisis de cada caso, pues además de daños y perjuicios en una eventual condena, en una pretensión de 150.000.000 (ciento cincuenta millones de colones) siguiendo el ejemplo antes dado de una causa real, la parte vencida se ve expuesta a tener que pagar adicionalmente una suma de alrededor de 15.000.000 (quince millones de colones). 


Todo lo anterior sin perder de vista las directrices giradas por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, resolución 16/15, medida cautelar 321-12.   


Ahora, existen otros temas que no se toman en cuenta en el informe rendido por parte de Planificación, como lo es que la Jurisdicción Contencioso Administrativa se encuentra radicada en el Segundo Circuito Judicial de San José y por ello resulta desde ese punto de vista, también oportuno y conveniente que sea una persona defensora pública con asiento en la zona, la asignada para atender este tipo de procesos.


Por lo indicado sobre especialización y el haber dedicado una plaza en concreto a la tramitación de estos casos, parece oportuno esperar este año 2020 para obtener nuevos datos estadísticos para valorar la conveniencia de asignar o no casos de otras materias a estas plazas.


Otro aspecto cuestionable en el informe rendido por Planificación, es el dato de que solamente hay en el Tribunal Contencioso Administrativo 12 expedientes activos de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Bribrí, KEKOLDI, pues en la Defensa Pública, como se desprende de los datos internos, se llevan bastante más de 12 causas a dicha asociación.


Lo anterior puede obedecer a que no se han tomado en cuenta los datos de la Sala Primera y el Tribunal de Apelaciones, pero en todo caso, caemos nuevamente en la necesidad de contar con datos estadísticos confiables, de ahí que resulta imperioso implementar el uso del Sistema de Seguimiento de Casos para las defensas contencioso administrativas que se tramiten en la Defensa Pública, con las variables necesarias para poder determinar confiablemente en el circulante real en esta materia.”


Debemos señalar que las apreciaciones y argumentos expuestos por el Dr. Montero García son compartidos en su totalidad por la Jefatura.  Resulta preocupante que mucha de la información que se ha brindado en entrevistas a  los responsables de estudio no quede reflejada en este,  como por ejemplo, la situación del licenciado Jorge Sanchez y los acuerdos respecto a su ubicación. Además,  preocupa el enfoque del estudio de Planificación que refleja una constante minimización de la complejidad de los asuntos indígenas, a pesar de las múltiples explicaciones que sobre este aspecto, las personas Defensoras Públicas les han dado a las personas funcionarias de Planificación que han realizado las entrevistas para la confección de dicho informe, pero que sin embargo no son valoradas en las conclusiones del estudio, pues no basta su simple mención para analizar el impacto que esta complejidad tiene ni para la persona usuaria, ni para la Defensa Pública, ni siquiera para el país que se encuentra cuestionado internacionalmente por el manejo de los asuntos indígenas.


Por otra parte, debemos señalar que aun cuando el Dr. Montero Garcia señala que el  2020 podría resultar un año que  permita generar  estadísticas confiables que reflejen el volumen del servicio de Defensa Pública en materia indígena, el impacto de la pandemia por COVID-19 y la situación de emergencia nacional, así como las disposiciones de las autoridades sanitarias, tienen impacto en el tema, pues encontramos que ante el temor del contagio y la propagación del virus,  muchas de las comunidades indígenas han cerrado de forma voluntaria el acceso y salida de sus territorios para evitar el contagio, y por ende no acceden a los servicios del sistema judicial.  Lo anterior, es una situación extraordinaria, pero muy entendible dado el riesgo que provoca este virus.

Respecto al tema de pensiones alimentarias y familia la Supervisora Nacional Sandra Mora Venegas en cuanto al informe de Planificación indica:


“Considero que el informe está muy bien estructurado, no obstante, carece de un análisis profundo de los siguientes aspectos:

· La Defensa Pública para poder cumplir con las competencias asignadas en la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018, representación legal tanto a la parte actora como a la parte demandada en materia de familia, pensiones alimentarias y parte actora en procesos de violencia doméstica. Valga indicar que anterior a esta Ley, no se representaba a la parte demanda en procesos alimentarios, tampoco en procesos de familia parte actora y parte demandada y tampoco se atendía a la parte solicitante en procesos de violencia doméstica, debiéndose alterar el curso normal del servicio en diferentes oficinas de la Defensa Pública, después de la entrada en vigor de la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.


· Los datos analizados en el informe bajo estudio de la materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, para la población indígena, incluye únicamente los datos de asuntos activos que lleva la Defensa Pública (a pesar de que el servicio se trata de brindar de la mejor manera, es claro que existe recurso limitado para ofrecer el servicio de forma integral), no se evidencia los datos de asuntos activos en las diversas materias (pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica) que llevan los Juzgados de las localidades con mayor concentración de personas indígenas, tales como: Limón, Puntarenas, San José (zona sur), Cartago, Guanacaste, Alajuela y Heredia. Llama la atención que en el estudio no se incluye, por ejemplo, datos del Juzgado Contravencional de Tarrazú, donde ni siquiera se cuenta con persona defensora pública en la materia alimentaria, tampoco se evidencian datos del Juzgado Contravencional de San Vito de Coto Brus, ni del Juzgado de Familia de Corredores, de Turrialba, solo para citar algunos casos. 


· Se indica por parte de la Dirección de Planificación que en el supuesto de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, que estas además de la materia de pensiones alimentarias conocerá de manera complementaria asuntos de materia penal, priorizando esta última por encima de materias concernientes al área del derecho de familia como lo son procesos de familia y de violencia doméstica. Asimismo, se debe recordar que la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, indica de manera clara que las personas defensoras públicas que atiendan a las personas usuarias indígenas deberán ser especialista en el área de atención, pero como podría pretenderse esto, si en la Defensa Pública justamente buscando esta especialidad realiza procesos de reclutamiento distintos para la materia penal y para materias sociales, por lo cual no podría catalogarse como materias afines. Ahora bien, una de las dos plazas estaría asignada a la oficina de la Defensa Pública de Bribri, donde en la actualidad para poder brindar el servicio a ambas partes en los procesos de pensión alimentaria, familia se brinda colaboración de la oficina de la Defensa Pública de Limón, como muy bien lo indica el informe. La otra plaza iría a la localidad de Buenos Aires, donde  en la actualidad se brinda el servicio en la materia alimentaria, familia y violencia doméstica, gracias a la colaboración de la oficina de la  Defensa Pública de Pérez Zeledón, donde además, de la plaza de familia que atiende la materia de pensiones alimentarias y algunos casos de familia, debe trasladarse otra de las plazas una vez a la semana a la zona de Buenos Aires para brindar servicio a la parte demandada, tanto en procesos de pensiones alimentarias como de familia. No obstante, se debe aclarar que este servicio puede ser requerido cualquier día de la semana, incluso cuando se presenta una parte demandada cuyo plazo le vence se contacta a la compañera que tiene circulante ordinario de Pérez Zeledón para que lo atienda por medio de videoconferencia, debiendo en muchas ocasiones dejar las tareas ordinarias también de importancia para atender estos casos. Cabe indicar que la atención de la población indígena del cantón de Buenos Aires, que como bien es sabido tiene la mayor concentración de comunidades indígenas de todo el país. Se aclara que por lo limitado del servicio no se pueden realizar giras a las zonas indígenas, esto quiere decir, que se está desatendiendo la especial atención que debe dársele a la zona de Bribri y de Buenos Aires. Ante esta realidad la zona de Buenos Aires requiere dos plazas de personas defensoras públicas, una para la parte actora en los procesos de pensiones alimentarias, de familia y violencia doméstica y otra plaza para que atienda a la parte demandada en los procesos alimentarios, de familia y se dedique a visitar comunidades indígenas junto con los facilitadores judiciales y se pueda acercar el servicio a esta población en condición de vulnerabilidad y a la cual debemos proteger.  

· Existe una evidente falta de recurso humano para atender debidamente a las personas indígenas de conformidad con los nuevos parámetros establecidos en la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos, es fundamental que se realice un estudio de campo, donde se analicen las particularidades de la atención y la prestación del servicio a la población indígena. Debe analizarse el tiempo que debe ser invertido en el abordaje, si debe o no trasladarse la persona defensora pública hasta el domicilio de la persona usuaria indígena en zona indígena, los tiempos que deben ser invertidos para realizar las giras que son programadas por los Juzgados para llevar el servicio hasta estas zonas de difícil acceso y muchas veces cuando se llega, se logra atender a una sola persona o bien se hace ese traslado para la realización de una sola audiencia y es un día en el que la persona defensora no está en la oficina y ni que decir cuando se programan varias giras a zona indígena en el mes y es un servicio necesario que debe atenderse, así por ejemplo, tenemos el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba, lugar donde se cuenta con una única plaza que debe atender la localidad de Juan Viñas los días jueves. 

Para mayor claridad expondré mediante un cuadro aquellos juzgados ubicados en las zonas donde existe una mayor concentración de personas usuarias indígenas, con la indicación del servicio que se está brindado, si la Defensa Pública   cuenta o no con persona defensora pública en la materia de pensiones alimentarias para la parte acreedora alimentaria. Se aclara que en materia de familia y violencia doméstica no se cuenta del todo con recurso humano para brindar ese servicio.

Cuadro diagnóstico del servicio

		Lugar

		Prestación del servicio en pensiones alimentarias para la parte actora

		Prestación del servicio en pensiones alimentarias para la parte demandada indígena

		Prestación del servicio en familia parte actora

		Prestación del servicio en familia parte demandada

		Prestación de servicio en  violencia doméstica para la parte solicitante

		Competencia Territorial



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Puriscal




		Se cuenta con una sola plaza para pensiones alimentarias parte actora 

		No hay plaza

		No hay plaza

		No hay plaza

		No hay plaza

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Puriscal, del cantón de Mora los distritos de Guayabo,  Tabarcia, Piedras Negras, Picagres, Jaris y Quitirrisí (excepto el poblado de Quebrada Honda
), del cantón de Acosta el distrito de Palmichal, (excepto los poblados de Sevilla y Bajos de Jorco).



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Buenos Aires.

		No se cuenta con plaza de pensiones alimentarias para la parte actora, únicamente se brinda el servicio dos veces a la semana por parte de un defensor público de Pérez Zeledón, quien sólo en el traslado de ida y regreso invierte dos horas. 


El circulante de Buenos Aires es de 396, de los cuales 94 son procesos de personas indígenas. 


Este mismo compañero que se desplaza de Pérez Zeledón y atiende dos veces a la semana en Buenos Aires, a pesar de no dar abasto, ha debido atender los siguientes casos, 


7 procesos de divorcio 1 contestación de demanda


1 proceso de impugnación de paternidad




		No hay plaza. 


Como plan remedial que está afectando el servicio ordinario en Pérez Zeledón, se le solicitó a una defensora pública de esta localidad que se desplace una vez a la semana a brindar el servicio en Buenos Aires, pero es tal la demanda de trabajo que en las dos semanas que llevamos ha tenido que salir mucho tiempo después de la hora laboral y dedicar más de un día a las labores encomendados, lo que ha afectado la dinámica de atención de la Defensa Pública y las personas usuarias de la materia en Pérez Zeledón. 


En dos días (viernes 29 de marzo y lunes 1 de abril  ha atendido 8 procesos de contestación y recurso de apelación, debiéndose desplazarse a Buenos Aires (dos horas de desplazamiento), para poder brindar el servicio, por las particularidades de la persona usuaria que necesita interprete.  

		No hay plaza.




		No hay plaza 

		No hay plaza

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Buenos Aires.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía del II Circuito judicial de la Zona Sur.

		Se cuenta con una plaza de pensiones alimentarias para la parte actora. Tiene un circulante muy elevado 

		No hay plaza


La única defensora pública con la que contamos en Golfito ha debido desplazarse en dos ocasiones hasta corredores y lleva 2 casos de personas indígenas demandadas , afectándose con esto la dinámica del servicio de la Defensa Pública de Golfito 

		No hay plaza

		No hay plaza

		No hay plaza

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Corredores.



		Juzgado de Cobro, Menor Cuantía y Contravencional de Golfito.

		Solo se cuenta con una plaza de pensiones alimentarias 

		No hay plaza


La defensora pública de Corredores debe atender los casos de personas indígenas demandadas, siendo que en el desplazamiento y la atención de esta nueva competencia, está afectando el servicio en Corredores

		No hay plaza

		No hay plaza

		No hay plaza

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Golfito, excepto el distrito de Puerto Jiménez.



		Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Coto Brus.

		Se brinda el servicio de forma muy limitada los días miércoles por visita que realiza la defensora pública del cantón de Corredores

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Coto Brus.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Guatuso

		Se brinda el servicio dos veces a la semana, el defensor público de Upala se desplaza hasta el lugar 

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Guatuso.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba.

		Se cuenta con una única plaza en la materia para atender a la parte actora, quien debe realizar además giras a la zona indígena 

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano


Una defensora pública de Cartago asiste una vez a la semana a brindar el servicio a la parte demandada. El tiempo del desplazamiento es de aproximadamente una hora y media de ida y de regreso hasta de dos horas dependiendo de la hora y las presas por los camiones de transporte.


Esta compañera defensora tiene un circulante activo de Cartago de 147 asuntos y en Turrialba ya lleva 6 casos de la parte demandada indígena.

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Turrialba.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Tarrazú, Dota y León Cortés. 

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca del cantón de Tarrazú, los distritos San Marcos, San Lorenzo (excepto los poblados Quebrada Arroyo y Cerro Nara
) y San Carlos. 


El cantón de Dota.


Del cantón de León Cortés, los distritos de San Pablo, San Andrés, Llano Bonito, (excepto el poblado de Santa Juana), San Isidro (excepto el poblado de San Isidro), Santa Cruz y San Antonio.



		Juzgado de Pensiones Alimentaria del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 

		Se cuenta con tres plazas de defensor público para la materia para la parte actora


Una vez a la semana cada una de estas plazas debe desplazarse a Valle de la Estrella, Bribrí parte demandada indígena en pensiones alimentarias y a Bataán

		

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano




		No se ha brindado el servicio por carecer de recurso humano

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón Central de Limón.



		Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Bribrí.

		Se cuenta con una sola plaza de pensiones alimentarias para la parte actora, en la actualidad tiene un circulante elevado y 98 procesos donde figura como parte actora una persona indígena 

		Una defensora pública de Limón acude una vez a la semana a atender a la parte demandada indígena, afectándose con esto el servicio público que se brinda en Limón Central

		

		

		

		Pensiones Alimentarias: Abarca el cantón de Talamanca.



		Atención de personas indígenas que se encuentran privadas de libertad

		No contamos con una plaza destinada para este fin. Sin embargo, la persona supervisora de la materia indígena 

		No se tiene 

		No se tiene 

		No se tiene

		No se tiene 

		Diferentes partes del país según la distribución que realice Adaptación Social



		En las diferentes partes del país, podrían presentarse procesos donde figuren como parte una persona indígena. 

		

		

		

		

		

		





No se visibilizan los datos de los Juzgados de Violencia Doméstica y los de Familia de las zonas con población indígena para realizar una proyección del posible circulante y su crecimiento estimado para la Defensa Pública, por corresponder a una nueva competencia. 

Resulta importante analizar las diferentes realidades que se nos presentan en oficinas de la Defensa Pública y que reflejan que cada zona debe ser estudiada con mayor detenimiento y estudio de campo:

Turrialba: zona donde sin lugar a duda, se requiere otra plaza de persona defensora pública, por los siguientes motivos: 

Solo se cuenta con una plaza de persona defensora pública para atender a toda la población de un cantón tan extenso como lo es Turrialba, tanto a personas usuarias indígenas como a las no indígenas, en materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, dicha plaza además, debe cubrir todo el territorio de Chirripó y el cantón de Jiménez (Tucurrique y Platanillo), una vez a la semana, los días jueves. La plaza es la única en las materias indicadas y el principal juzgado con el que le toca laborar, cuenta con siete auxiliares en materia de Pensiones y de tres Jueces (Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba) y tres auxiliares y una Jueza del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Jiménez y cuatro auxiliares y una Jueza del Juzgado de Familia de Turrialba. 

Esta plaza pasa muy saturada de trabajo, se han presentado molestias por parte de las personas usuarias, pues argumentan que la persona defensora nunca está, gran parte de las demandas en la materia alimentaria es asumida por el Juzgado de Pensiones Alimentarias.  Lo anterior obedece a que esta plaza tiene que atender inicialmente todo lo relacionado a pensiones alimentarias del cantón de Turrialba que cubre el 52 % del territorio de la provincia de Cartago, todo el territorio de Chirripó en materia indígenas en Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica y Familia y además el cantón de Jiménez (Tucurrique y Pejibaye). 

Se realizan seis giras a la zona indígena en diversos pueblos dentro de los cuales se encuentran (Roca Quemada, Paso Marcos, Vereh, Grano de Oro, Quetzal y Nimariñac), lugares en los cuales dependiendo de la zona y las condiciones climáticas son de difícil acceso, ya que no se cuenta con el recurso (vehículo adecuado), para poder llegar a dichas zonas, exponiéndose a diversos peligros, además el desplazamiento a estos lugares, ha provocado que en muchas ocasiones la persona funcionaria deba permanecer en la montaña hasta altas horas de la noche ya que es complicado la salida, máxime si las condiciones del camino no es el óptimo. Estas visitas se realizan seis días al mes, tiempo en el cual,  no queda nadie en la oficina brindando el servicio en las materias señaladas. Las giras, no son planificadas de forma antojadiza por el despacho, sino, que las mismas son de antemano un acuerdo interinstitucional con la (CCSS, Ministerio de Salud y otras instituciones que también llevan hasta dichas zonas muchos servicios de carácter esencial), este año muchas de las giras han quedado hasta dos días seguidos en una misma semana y es una situación que esta fuera del control de la Defensa Pública, incluso del mismo Juzgado ya que son visitas que se realizan con otras representaciones estatales. Por otro lado, esta plaza debe acudir todos los jueves de cada semana a la localidad de Juan Viñas de Jiménez, para la atención de usuarios y recepción de audiencias en materia de pensiones alimentarias, situación que afecta de sobremanera ya que en ocasiones se han dado choques con las giras y señalamientos. 

Ahora bien, también debe analizarse que se debe brindar el servicio a la parte demandada en la materia de pensiones alimentarias y de familia, razón por la cual, una persona defensora pública de la oficina de la Defensa Pública de Cartago se desplaza hasta Turrialba en días diversos, dependiendo de la calendarización que realice el Juzgado de Pensiones de la localidad, y como tal, se revisan procesos y se atienden personas usuarias indígenas que han solicitado nuestros servicios. También se realizan las audiencias que las mismas partes hayan solicitado, las cuales se dan en el propio Juzgado. Esta plaza también debe ingresar a zona indígena, cuando existe un señalamiento de audiencia en la zona u alguna otra diligencia que requiera nuestra asistencia.  Provocando esta situación que la persona funcionaria deba salir de su lugar de domicilio antes de las seis de la mañana para poder llegar a la oficina de Turrialba antes de las 07:00 am, siendo que en reiteradas ocasiones producto de las giras a zona indígena ha llegado de noche a su casa, incluso en una ocasión llegó a media noche.  Adicional a ello, se debe coordinar con la Administración Regional para el transporte con chofer, dado que Cartago solo cuenta con un único vehículo discrecional, y el mismo es requerido y usado también por compañeros de Penal, Agrario, Laboral, Justicia Restaurativa y Ejecución. 

Golfito, Corredores y Coto Brus: Como es sabido en Golfito y Corredores se cuenta con una plaza de persona defensora quienes deben atender la materia alimentaria, familia y violencia doméstica, entre ambas plazas deben alternarse el conocimiento de los casos de intereses contrapuestos que se generan en Golfito y Corredores, sin olvidar que la plaza de Corredores conoce los asuntos de San Vito, lo que provoca el desplazamiento constante de estas plazas a estos lugares, donde es evidente que las distancias son muy extensas entre uno y otro lugar, lo que genera que en muchas ocasiones estas personas defensoras públicas no se encuentren en sus oficinas. Además, se aclara que en muchas ocasiones no se pueden realizar visitas a las zonas indígenas obligaciones que deben cumplirse y que por falta de recurso humano no puede realizarse. A manera de ejemplo, procedo a transcribir la lista de expedientes activos de personas indígenas de la plaza de Golfito:  

		EXPEDIENTE

		USUARIO

		MATERIA

		JURISDICCION



		20-000034-0439-PA

		RODRIGUEZ RODRIGUEZ PATRICIA

		PENSION ALIMENTARIA

		GOLFITO



		19-000419-0440-PA

		PANILLA FLORES JORGE

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		19-000147-0439-PA

		RODRIGUEZ RODRIGUEZ PATRICIA

		PENSION ALIMENTARIA

		GOLFITO



		19-000049-0439-PA

		BEJARANO ATENCIO ERICKA

		PENSION ALIMENTARIA

		GOLFITO



		19-000108-0439-PA

		ATENCIO HURTADO STEFANI

		PENSION ALIMENTARIA

		GOLFITO



		00-700024-0439-PA

		BEJARANO ATENCIOOMID

		PENSION ALIMENTARIA

		GOLFITO



		19-000286-0440-PA

		MONTEZUMA BEJARANO MARTIN

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		19-000418-0440-PA

		MONTEZUMA GONZALEZ CRISTOBAL

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		18-000357-0440-PA

		BEJARANO JIMENEZ ROSARIO

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		19-000433-0440-PA

		PALACIOS BEJARANO DONALD ELI

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		19-000070-0440-PA

		ESPINOZA BEJARANO RAFAEL

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		19-000425-0440-PA

		SANDOYA SANCHEZ ISMAEL

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		19-000582-1304-FA

		MORALES SANTOS MIRNA

		FAMILIA

		CORREDORES



		17-000210-0440-PA

		SANTOS BEJARANO ROGER

		PENSION ALIMENTARIA

		CORREDORES



		EXPEDIENTE NUEVO

		ANDRADE DE GRACIA IDALIA

		FAMILIA

		GOLFITO



		18-000081-0440-PA

		XINIA BEJARANO MORALES

		PENSION ALIMENTARIA

		COTO BRUS



		18-000081-0440-PA

		XINIA BEJARANO MORALES

		PENSION ALIMENTARIA-REBAJO

		COTO BRUS





Como se evidencia una misma plaza debe atender el circulante propio de la oficina en materia de pensiones alimentarias de personas no indígenas, y además atender a la población indígena en materia de pensiones alimentarias unas veces a la parte actora, otras a la parte demandada, además en materia de familia (diversidad de procesos) y en materia de violencia doméstica. Y lo mismo ocurre con la plaza de Corredores. 

Finalmente, resulta de interés señalar algunos lugares en donde se tramitan procesos de personas indígenas y que no fueron incluidos en el informe bajo análisis:

Pérez Zeledón: Se represento a la señora Ceida Mosquera Espinoza (Chorotega) dentro de la causa 19-002607-0918-VD de Violencia Doméstica, la audiencia de recepción de prueba se llevó a cabo el pasado 25 de febrero del presente año, se acogió la gestión de la actora y se ordenó la prórroga de las medidas de protección por la totalidad del plazo. Actualmente dicha resolución se encuentra impugnada por la parte demandada en espera de ser resulta.   Además, esta plaza cuenta con 4 procesos cancelados en los cuales se representó a personas indígenas. 

Puntarenas: Se llevó el año pasado un caso de persona indígena,  plaza 483 perteneciente a la Defensa Publica de Puntarenas, se atendió al señor Randall Beita Arauz como demandado, en el expediente 18-000093-0445-PA, el asunto se tramitó en Garabito, ya cuenta con sentencia.

Cartago: además de la plaza que asiste a Turrialba una vez a la semana, la plaza número 185 de Pensiones Alimentarias de Cartago, ha llevado dos asuntos indígenas, uno de ellos corresponde al número 18-000089-0243-PA del señor demandado Eliecer Francisco Morales Ortiz, en este proceso lo que se hizo fue una Solicitud de Beneficio de Pago en Tractos y a la vez una Solicitud de Beneficio de Un mes para Buscar Trabajo, ambos procesos ya fueron resueltos por el juez de pensiones alimentarias, por lo que se encuentra terminado y el otro proceso y que aún se encuentra activo es el de la señora YOLANDA MORA MOYA, y que por rol de Familia se le asignó a dicha plaza, el mismo corresponde a una IMPUGNACIÓN DE MATERNIDAD CON DECLARATORIA DE MATERNIDAD.

Bataan: 2 casos en trámite. 

Limón: en la plaza 603  se han tramitado un total de 28 causas de personas usuarias indígenas y en estos momentos hay activas 06 causas.

PISAV-La Unión: se tramitaba un proceso, donde una de las defensoras representaba a la parte actora y la otra plaza a la parte demandada. 

Puriscal: 4 casos en trámite, tres de pensiones alimentarias y uno de familia. 


Quepos: 1 proceso de pensiones alimentarias en trámite y uno recién terminado. 


San Carlos y La Fortuna: 1 proceso de persona indígena Maleku y se trata de un proceso de rebajo que está en trámite y se representa al demandante.”



Como resulta evidente de lo expuesto por la Supervisora de Pensiones Alimentarias, licenciada Mora Venegas, la necesidad de recursos para atención de población indígena en materias de familia, pensiones alimentarias e incluso las actoras de violencia doméstica resulta imperiosa.  El servicio que se está dando resulta sumamente limitado y contraviene lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Justica de Pueblos Indígenas, y es en particular grave el omitir valorar la necesidad y urgencia de este servicio, si tomamos en cuenta que las personas usuarias que deberían contar con él, sufren de múltiples condiciones de vulnerabilidad, aparte de su pertenencia al pueblo indígena:  pobreza, condición de género (en su mayoría mujeres),  condición etaria (niños, niñas y adultos mayores),  condición de salud (situación de discapacidad). Todo ello aunado a las largas distancias que deben recorrer, por caminos escarpados y riesgosos, donde no existen medios de transporte.  Por lo tanto, resulta lamentable que todos estos aspectos que describe y analiza la licenciada Mora Venegas, no sean valorados por las personas responsables del informe al momento de llegar a conclusiones, omitiendo estas delicadas condiciones.


En virtud de lo expuesto por los diferentes especialistas, es necesario recalcar que se requieren más de las dos plazas de pensiones alimentarias en Buenos Aires y Bribrí, que señala el Informe 507-PLA-RH-MI-2020. La Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos de Costa Rica generó una serie de competencias nuevas, y amplió las existentes, sin embargo, no brindó recursos humanos para la atención especializada en todas las materias a nivel nacional, lo cual genera sin duda, una violación al Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.  



Por otra parte, debo indicar que la recomendación que brinda este informe no genera ningún insumo nuevo para el servicio público que brinda la Defensa Pública, pues en realidad, desde el año 2019, se había aprobado por parte de la Corte Plena, la existencia de estas dos plazas en Bribri y Buenos Aires para la atención en Pensiones Alimentarias. Sin embargo, en razón de la aplicación de la Regla Fiscal, no fueron incluidas dentro del Presupuesto del Poder Judicial, enviado al Ministerio de Hacienda propiamente dicho, sino que fueron enviadas como un adjunto a dicho presupuesto.


Por lo anteriormente, expuesto se solicita respetuosamente se realice un nuevo y completo análisis de parte de la Dirección de Planificación, que contemple y analice todos los argumentos y datos expuestos por los especialistas y que se echan de menos en el presente análisis, (los cuales ya habían sido expuestos de manera oral a las personas que realizaron las entrevistas por parte de Planificación, pero que se reiteran en este oficio en las transcripciones realizadas), a fin de que se pueda concluir cuál es la cantidad de plazas que se requieren para la atención de las personas indígenas,  -aparte de las que ya han sido reconocidas de Bribri y Buenos Aires en el año 2019-,  conforme  a lo indicado en el numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas.

Atentamente,

     M.Sc. Diana Montero Montero             M.Sc.    Ligia Jiménez Zamora

          Jefa a.i  Defensa Pública                   Supervisora Materia Indígena

� El poblado de Quebrada Honda es competencia del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Mora.



� Los poblados de Quebrada Arroyo, Cerro Nara, Santa Juana y San Isidro, son competencia del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Quepos.
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0712-DTI-2020 


15 de abril del 2020 


 


Máster 


Nacira Valverde Bermúdez 


Directora a.i. de Planificación 


Poder Judicial de Costa Rica  


 


Asunto: Respuesta al oficio 507-PLA-RH-MI-


2020 


 


Estimada señora:  


 


En respuesta a la recomendación brindada a la Dirección de Tecnología de 


Información en el oficio N° 507-PLA-RH-MI-2020, donde se solicita: “Coordinar lo 


relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos 


(SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin 


de obtener datos estadísticos para futuros estudios.”, se informa: 


 


 La Unidad de Inteligencia de la Información desarrollará durante el primer semestre 


de 2020 la mejora para extraer los datos de la variable etnia del Sistema de Seguimiento 


de Casos, con esto la información de los casos de la Defensa Pública se mostrarán dentro 


de las estadísticas en los reportes del SIGMA. 


 


Para consultas o aclaraciones se puede contactar al señor Carlos Morales Castro, 


quien es el coordinador de la Unidad de Inteligencia de la Información al número 2295-4773 


o al correo electrónico cmoralesc@poder-judicial.go.cr. 


  


Agradeciendo su atención, 


 


 


 


 


 


 


______________________ 


Carlos Morales Castro 


Coordinador, Unidad de Inteligencia de la Información 


Poder Judicial 
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